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CEREMONIA DE CLAUSURA DEL 

DIPLOMADO EN DERECHO AGRARIO* 

E n solenlne ceremonla organizada por el Centro de 
Estudios de Justicia Ag~aria "Dr. Sergio García 

Ramírez", se llevó a cabo la clausura del Diplomado en Derecho 
Agrario, que durante los meses de septiembre de 1996 a marzo del 
año actual ~e inlpartiera en la Antigua Escuela de Jurisprudencia 
y que fue organizado por el Tribunal Superior Agrario en 
coordinación con la Facultad de Derecho de la U.N.A.M. , 

El evento tuvo verificativo en la Sala de Pleno de nuestra 
Institución y asistieron destacadas personalidades del ámbito 
agrario, a quienes el Dr. Máxinlo Carvajal Contreras, Director de 
la Facultad de Derecho de la :tv1áxinla Casa de Estudios, enlregó 
los reconocimientos correspondientes por su valiosa participación 
en unión de los 62 egresados, y al respecto expresó: "Este 
diplomado estuvo encaminado a presentar en las exposiciones y 
autorizadas voces de quienes en el participaron, una inlagen 
integral del derecho agrario, y lo que es nlás importante todavía, 

l'	 llevar en el conocimiento más profundo de la ley, de sus 
antecedentes y causas eficientes; en la exposición de las 
referencias históricas; en el análisis de las instituciones jurídicas 
que confornlan el actual derecho agrario; en el estudio del 
derecho adjetivo de esta nlateria; en las reflexiones sobre el 
proceso agrario, y en las consideraciones sobre los órganos 

'Celebrada el 17 marzo de 1997, bajo los auspIcIOS del Tribunal Superior 
Agrario y de la Facultad de Derecho de la U. N. A. M. 
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jurisdiccionales encargados de ventilar los elementos suficientes
 
para lograr que la justicia, bien supremo del derecho, anhelo
 
permanente de realizarse por quienes ejercemos esta profesión y
 
reclamo pleno de la sociedad, llegue a quienes más lo necesitan y
 
lo merecen, los campesinos."
 

"La sociedad, la que en todas las ciudades nacionales puede 
tener, aún con carencias muchas de sus necesidades satisfechas, 
requiere de empeñarse por alcanzar para quienes con su esfuerzo 
cotidiano mal pagado, y aún con muy pocas prestaciones, llevan a 
su mesa el alimento diario, una vida cada día más digna de 
vivirse y más digna de quienes, desde los primeros años de 
México, tanto independiente, como desde antes, con su trabajo, 
comenzado desde el amanecer d~ todos los días, e iniciado desde 
el amanecer de nuestra propia vida nacional, mantienen la 
tranquilidad en el campo, el trabajo y la esperanza. Los 
universitarios, como lo decía, más obligados están a saldar ese 
compromiso en muy buena parte, porque el sudor derramado en 
el campo, permite la educación, la investigación y la divulgación 
cultural, que constituyen la actividad diaria de la universidad. Por 
esas razones, presenciar y asistir a la finalización de este 
diplomado significa con trascendencia materializar las razones 
que imperan, que inspiran y alientan la existencia de nuestra 
institución docente. 

Por su parte, el Magistrado Presidente del Tribunal Superior 
Agrario, Lic. Luis Octavio Porte Petit M., enfatizó que "el • 
desarrollo integral elel campo requiere del fortalecimiento y 
modernización de los principios que 10 rigen y para lograr este 
objetivo es imprescindible la participación conjunta dentro de un 
marco permanente de actualización y capacitación en la materia." 

Señaló adenlás que "sólo a través del enriquecimiento de 
nuestro acervo jurídico, el incansable estudio y la perseverancia 
en la investigación se brindará a nuestros campesinos, los 
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canlpesinos de .México, el apoyo necesario para satisfacer sus 
necesidades dentro del nlarco de la nueva cultura jurídica agraria, 
cuyas prioridades son, entre otras, el fortalecimiento de los ejidos, 
la solución de sus conflictos y el otorgantiento de facilidades para 
la inversión en el sector rural." 

Asimismo, el Lic. Porte Petit destacó que "la nueva etapa del 
campo dio comienzo con las reformas constitucionales de 1992 y 
dijo que la Ley Reglamentaria de la nlateria del artículo 27 de la 
Carta Magna, proporciona un sentido diferente a la Procuraduría 
Agraria, al Registro Agrario Nacional y a los propios Tribunales, 
dando como resultado una visión moderna de la integración del 
campo a la vida económica del país." Subrayó que "un indicador 
muy claro del desarrollo rural 10 es la segl.lridad en la tenencia de 
la tierra, gracias a la cual se ha incrementado la producción del 
canlpo con ntiras a lograr la soberanía alimentaria dentro de un 
nlarco donde impere el estado de Derecho; estos beneficios 
también han perntitido que nuestro país sea exportador de 
productos agropecuarios a los l1lercados de otros países de 
América y de Europa." 

Finalmente, el titular de la Institución expresó que "el Derecho 
Agrario es un factor esencial para lnantener la paz pública y el 
desarrollo económico nacional, de ahí la importancia de su 
difusión", por lo que exhortó a los diplomados para que continúen 
por el camino de la superación acadélnica y la excelencia en su 
desempeño laboral y reiteró su compromiso de colaborar 
asiduamente en la celebración de actos de esta naturaleza. 
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LA PLANEACIÓN URBANA y EL NUEVO 

MARCO NORMATIVO AGRARIO· 

• 

LIC. LUIS ÁNGEL LÓPEZ ESCUTIA 
MAGISTRADO NUMERARIO DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 

INTRODUCCIÓN 

Entre los fenómenos sociales de lnayor cOlllplejidad que tiene 
que enfrentar la sociedad actual, están el del crecimiento urbano 
desordenado, el del aglomerallliento incontrolado en las ciudades, 
y el del cambio y tránsito de la vida rural o la urbana, con todos 
sus desequilibrios. 

Los resultados benéficos o perjudiciales del crecimiento urbano 
afectan los objetivos esenciales de todo esfuerzo de desarrollo, o 
sea, al hombre, la calidad de su vida y del medio aInbiente en que•	 se desenvuelve. De ahí que el desarrollo urbano y el rural son 
propósitos que deben buscarse y orientarse simultánea y 
paralelamente dentro de la perspectiva global del desarrollo 
económico y social y no de manera aislada, puesto que son 
cOlllponentes de un todo que es el desarrollo nacional. 

'Conferencia didada en el Coloquio de Justicia Agraria celebrado en 

• noviembre de 1996 en la ciudad de Guanajuato, Gto. 
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La VISIon de esta realidad captada C01110 Froblema, y el 
imperativo de nuevos enfoques para su análisis y solución 
integral, surgieron COlno prioridad en la década de los setenta, en 
que se planteó la necesidad de establecer un marco constitucional 
y reglanlentario para la planeación de los asentamientos hunlanos 
y el reordenamiento territorial del país. 

MARCO CONSTITUCIONAL y REGLAMENTARIO PARA LA 

PLANEACrÓN DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS 

Bajo esta perspectiva, la iniciativa de refornlas a los artículos 27, 
73 Y 115 de la Constitución planteaba que el desequilibrio 
regional, el ritmo creciente de la tasa demográfka del país, la 
migración incontrolada de los habitantes del campo a la ciudad, 
generados por la presión poblacional, son entre otros factores, los 
hechos fundalnentales que han ocasionado en nluchas de las 
ciudades de la República, controversias sobre la tenencia de la 
tierra, posesiones al margen de la ley, insuficiencia de servicios 
públicos, contaminación alnbiental, deterioro ecológico, 
especulación con los terrenos y, en general sistemas y subsistemas 
de ciudades que provocan un rendimiento decreciente en la 
inversión de los recursos públicos y privados, además de los 
consiguientes problemas de orden político-social. 

La actualidad de esta apreciación, hecha, en 1976, continúa 
vigente a la fecha; es evidente que los problemas del campo 
influyen y se reflejan en el crecimiento de los centros urbanos, y la 
problemática de éstos a su vez, inlpacta y dificulta las soluciones a 
las necesidades de los canlpesinos del país. Enfrentamos la 
existencia de un círculo vicioso que debe ser disuelto, a través de 
Inedidas objetivas, integrales y cOlnplelnentarias que respondan a 
un desarrollo socialmente armónico entre las regiones, los sectores 
y los grupos productivos del país. 

..........
 

I 
I 
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REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 

Antes de 1976. en casi todos los Estados existían ordenanlientos 
jurídicos, tales COlno leyes de planificación y urbanización, de 
fraccionamientos, de construcciones y zonificación, cuyas 
disposiciones legales estaban encaminadas a regular, 
primordialmente, aspectos de urbanización y de financiamiento 
de obras y no de planeación del desarrollo urbano. 

De ahí que la agudización de la problemática de los 
asentamientos humanos; la carencia o aplicación de nornlas 
jurídico-urbanísticas en la gran mayoría de las entidades 
federativas; la inexistente unidad y eficacia nonnativa; la ausencia 
de planeación urbana, y la falta de coordinación en las acciones 
públicas en materia de desarrollo urbano que realizaban los tres 
niveles de gobierno, hicieron impostergable la necesidad de que el 
Estado nlexicano, contara con una estructura jurídica para la 
planeación y regulación de los asentanlientos humanos, que 
vinculara bajo un esquelna de coordinación, colaboración, 
concurrencia y coherencia, las atribuciones que en sus ámbitos de 
competencia, tienen los gobiernos federal, estatales y municipales, 
por 10 que en 1976, se nlodificó la Constitución en sus artículos 27, 
73yl15. 

Con las reformas y adiciones a los preceptos constitucionales 
antes referidos, el 6 de febrero de 1976, se inició un proceso de 
estudio, revisión y creación, en su caso, de aquellos 
ordenamientos legales que son fundamentales en la orientación de 
nuestro proceso de desarrollo, y que en sus principios rectores 
fundamentales han estado orientadas a: 

Reafinnar la facuItad y responsabilidad de la 
nación de hacer una distribución equitativa de la 
riqueza pública, cuidar de Sil conservación, lograr 
el desarrollo equilibrado del país, y el 
I1wjoralniento de las condiciones de vida de la 
población rural y urbana. 

J' 
~:~.._._.. __ .- _. ~_ ...
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Establecer. y hacer efectivo un esquema de 
concurrencIas de coordinación, basado en la 
consideración de que la 1nuItiplicidad de 
elementos y c0111petencias que inciden en el 
fenótlteno nlral-urbano, hace necesaria la 
annonización de las funciones que sobre esta 
materia se dan en los tres niveles de gobierno, en 
un nlarco de responsabilidad institucional 
conlpartida, acorde con el sentido y esencia de 
nuestro sistema federa l. 

Establecer el derecho público y la responsabilidad 
política que tiene el Estado mexicano para dictar 
las medidas necesarias a fin de ordenar los 
asentatltientos humanos y definir adecuadas 
provisiones, liSOS, reservas y destinos de tierras, 
aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras 
públicas, y planear y regular la fundación, 
conservación, 111ejoramiento y crecimiento de los 
centros de población. Esto es, al estar 
directamente vinculada la utilización de la tierra 
con las posibilidades de planear y regular el 
desarrollo de los centros de población, es 
inlperativo para el Estado, el poder establecer 
lbnitaciones y modalidades a la propiedad 
tendiente a procurar un orden social justo, en el 
que la función social de la propiedad supone un 
límite a la tnisma, tanto tnayor cuanto tnás incide 
su realización sobre la esfera social. 

En consonancia con estos principios 
constitucionales, se expide en mayo de 1976, la 
LerJ General de Asenta111ientos Humanos, la cual, 
se dice, tiene por objeto: Establecer la 

I I 
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concurrencia de los municipios, de las entidades 
federativas y de la Federación, para la ordenación 
y regulación de los asentamientos humanos en el 
territorio nacional, y la cual tenderá, se consigna, 
a lnejorar las condiciones de la población rural y 
urbana, mediante: al aprovechamiento en 
beneficio social de los elementos naturales 
susceptibles de apropiación; el desarrollo 
equilibrado del país, annonizando la 
interrelación de la ciudad y el campo; la 
distribución equilibrada de los centros de 
población en el territorio .nacional; y, la 
regulación del mercado de los terrenos, entre 
otros. 

Asimismo, este ordenamiento reglamentario establece para la 
consecución de tales objetivos, un Sistema Nacional de Planeación 
de los Asentamientos Humanos integrado por: el Plan Nacional 
de Desarrollo Urbano, los Planes Estatales de Desarrollo Urbano; 
los Planes Municipales de Desarrollo Urbano, y los Planes de 
Ordenación de las Zonas Conurbadas, los cuales deben ser 
debidamente registrados y publicitados para su observancia y 
garantía de seguridad jurídica. 

Como es sabido, a partir de la reforma constitucional descrita, y 
con apego a las directrices contenidas en la Ley General de 
Asentamientos Humanos, las legislaturas de todas las entidades 
federativas expidieron entre 1976 y 1977, sus respectivas leyes 
locales de desarrollo urbano, con lo que quedó integrado, en todos 
sus niveles, la estructura jurídica para la planeación y regulación 
de los asentamientos humanos en México. 

CORnELACIóN DEL MARCO JURÍDICO AGRARIO CON LA 

PLA.L\lEACIÓN URBANA 

l' 
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Con motivo de la reforma constitucio lal y de la expedición de 
la legislación reglamentaria antes descrita, se promovieron 
reformas y adiciones a diversos ordenamientos legales, entre ellos, 
a la Ley Federal de Reforma Agraria, publicada el 16 de abril de 
1971, y reformada el 17 de enero de 1984. 

En lo general, puede afirmarse que el artículo 27 constitucional, 
y la Ley Federal de Reforma Agraria, hoy derogada, contenían 
principios normativos tuteladores de la propiedad y de los 
derechos de los núcleos agrarios, en los que el margen de decisión 
y acción de éstos sobre el destino de la tierra, era mínimo, ya que 
invariablemente debía darse la intervención, autorización y 
trámite en los procedimientos correspondientes, por parte de las 
autoridades agrarias. 

Este régimen especial o de excepción de regulación de la 
propiedad ejidal o comunal, y su correlación limitada con laI 

planeación urbana, lo ejemplifican, entre otras, las disposiciones 
siguientes: 

HART. 52. Los derechos que sobre bienes agrarios 
adquieren los núcleos de población serán 
inali~nables, imprescriptibles, inembargables e 
intransmisibles y por tanto, no podrán en ningún 
caso ni en fonna alguna, enajenarse, cederse, 
transmitirse, arrendarse, hipotecarse o gravarse, 
en todo o en parte..." 

"ART. 53. Son inexistentes todos los actos de 
particulares y todas las resoluciones, decretos, 
acuerdos, leyes o cualquiera actos de las 
autoridades nlunicipales, de los estados o 
federales, así como los de las autoridades 
judiciales, federales o del orden común, que' hayan 
tenido o tengan por consecuencia privar total o 

11 
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parcialmente de sus derechos agrarios o los 
núcleos de población, en contravención a lo 
dispuesto por esta Ley" 

En este contexto, como caso de excepción en que se permite 
destinar parte de los terrenos del núcleo de población agraria, 
para destinarlos al asentamiento humano de los propios 
ejidatarios o de terceros interesados en avecindarse, adquiriendo 
derechos de propiedad, lo regula el capítulo tercero del título 
segundo de la Ley, relativo a las uZonas de Urbanización", en el 
cual destacan los elementos normativos siguientes: 

Toda resolución presidencial dotatoria deberá 
detenninar la constitución de la zona de 
urbanización ejidal, que se localizará 
preferentemente en tierras que no sean de labor. 
Cuando el poblado ejidal carezca de fundo legal 
constituido o de zona de urbanización, por 
resolución, la Secretaría (SRA) procederá para que 
los terrenos ejidales ocupados por el caserío 
queden legalnzente destinados a zona de 
urbanización (Art. 90). 

Para la localización o ampliación de la zona de 
urbanización, se tomará en cuenta la opinión de 
la SEDUE, y justificar la necesidad efectiva de 
disponer de predios ejidales, previendo el 
establecimiento de reservas, usos y destinos de las 
áreas o predios, para su crecimiento, 
mejoranziento y conservación (Art. 91). 

Las zonas urbanas ejidales se deslindarán y 
fraccionarán, reservando áreas para servicios 
públicos, con la intervención que corresponda de 

I 
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la SRA, SEDUE y de los Estados y Municipios 
competentes (Art. 92). 

Todo ejidatario tiene derecho a recibir 
gratuitamente, como patrimonio familiar, un 
solar en la zona de urbanización. Los solares 
excedentes podrán ser arrendados o enajenados a 
terceros, previa aprobación de la SRA. Esta 
expedirá los certificados de derechos y en su caso, 
los títulos de propiedad correspondientes (Art. 
100). 

No obstante estas prevIsIones de la legislación agraria, 
tendientes a armonizar y dar orden al asentamiento humano de 
los núcleos ejidales y comunales, y a facilitar la dotación de 
servicios básicos que éstos requieren; así como a compatibilizar su 
permanencia, particularmente de aquellos ejidos cercanos a los 
centros de población urbanos, con las necesidades de planeación y 
reordenamiento territorial de los asentamientos humanos y el 
desarrollo urbano, sabemos que en las últimas décadas, se ha 
acentuado el fenómeno de los asentamientos humanos irregulares 
en terrenos ejidales y comunales, originados por invasiones o 
venta ilegal de terrenos ejidales o comunales, lo que captado como 
fenómeno de hecho consumado, condujo al legislador al 
imperativo de establecer normas y procedimientos especiales para 
la desafectación total o parcial de predios ejidales o comunales, 
del régimen agrario, para su incorporación legal al régimen 
urbano, con fines bien sea de regularización de la tenencia ilegal, 
de obras y servicios públicos o bien para el crecimiento urbano. 
Para tal efecto, la Ley Federal de Reforma Agraria derogada, en su 
capítulo VIII, sobre la "Expropiación de bienes ejidales y 
comunales", establecía: 

Las causales de utilidad pública necesarias de 
justificación para considerar procedente la 
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exprop iación. Aún cuando dentro de ésta, no
 
figuraba expresamente la regularización, la
 
fracción VI del artículo 112, señalaba como 
fundamento vinculado a esta acción H ••• La 
fundación, lnejoramiento, conservación y 
crecimiento de los centros de población cuya 
ordenación y regulación se prevea en los planes de 
desarrollo urbano y vivienda, tanto nacionales 
como estatales y municipales". También se 
remite a las causales que prevean las leyes 
especiales dentro de cuyo supuesto estaría la Ley 
General de Asentamientos Humanos. 

A mayor abundamiento, la Ley reglamentaria derogada, que 
nos ocupa, en su artículo 117, señalaba que cuando el objeto de la 
expropiación sea la regularización de las áreas en donde existan 
asentamientos humanos irregulares, éstas se harán, en su caso, en 
favor de la CORETT, o bien de la SEDUE, según se determine en 
el decreto respectivo. 

En las demás normas de este capítulo se regulaban los aspectos 
vinculados con la indemnización, diferenciando si se trata de 
expropiación total o parcial de la superficie que comprende el 
ejido o comunidad, así como el destino final que se daría a los 
bienes expropiados. 

NUEVO MARCO CONSTITUCIONAL y REGLAMENTARIO EN MATERIA 

AGRARIA 

El reconocimiento del pleno dominio y el derecho de 
propiedad, de los núcleos de población y de los ejidatarios y 
comuneros, en su caso, sobre sus tierras, así como la libertad de 
decidir sobre la organización y la forma en que éstas deben 

,~, l' 
'\I 
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cumplir SU función social prod lctiva, constituyen entre otros, dos 
principios medulares en que se sustenta la trascendencia de las 
reformas constitucionales y de la nueva Ley Reglamentaria 
Agraria. 

En este contexto, y en relación al tema de la planeación urbana 
que nos ocupa, cabe señalar, algunos de los nuevos elementos y 
principios que habrá que considerar para el replanteamiento y 
orientación en su caso, de las facultades que en esta materia 
tendrán que ejercer en el futuro inmediato los gobiernos locales, 
en un marco de coordinación y concertación con los núcleos 
agrarios y, en menor grado, con las autoridades agrarias. 

En materia constitucionat de:;tacan los elementos siguientes: 

Se reconoce y se postula la protección sobre la 
tierra, tanto para el asentamiento huntano como 
para actividades productivas, de los núcleos de 
población ejidales y comunales. 

Se señala que la ley protegerá la tierra para el 
asentamiento humano y regulará el 
aprovechanliento de tierras, bosques yaguas de 
uso común; que asitnismo, fijará los requisitos y 
procedinzientos confonne a los cuales la 
Asamblea Ejidal otorgará al ejidatario, el 
dominio pleno sobre su parcela, en la inteligencia 
de que en caso de enajenación de parcelas, deberá 
respetarse el derec1to de preferencia que prevea la 
propia ley. 

Por su parte, en la nueva Ley Agraria, reglamentaria del 
artículo 27 constitucionat entre las innumerables innovaciones 
normativas que establece, y que se vinculan a la planeación 
urbana, destacan las siguientes: 

I I 

I 
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Se reconoce a los ejidos personalidad jurídica y 
patrimonio propio, y su calidad de propietarios 
de las tierras dotadas o adquiridas por otro 
título. 

Se precisa que el ejercIcIo de los derechos de 
propiedad, en lo relacionado con el 
aprovechanziento urbano y el equilibrio ecológico, 
se ajustará a lo dispuesto en la Ley General de 
Asentamientos Humanos, la Ley de Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Anzbiente y denzás 
lel}es aplicables. Para tal efecto, el Ejecutivo 
pro1tloverá la coordinación de acciones con los 
gobiernos de las entidades federativas y de los 
municipios, en el á1tlbito de sus correspondientes 
atribuciones, para la debida aplicación de esta 
lel}. 

Que los ejidos operarán de acuerdo con su 
reglamento interior, con las únicas limitaciones 
que disponga esta lel}. 

Se confieren derechos a los avecindados del ejido, 
y se prevé la confonnación de juntas de 
pobladores, con ejidatarios y avecindados, las 
cuales deberán infonnar y opinar sobre las 
necesidades que existen sobre solares urbanos o 
los pendientes de regularización, entre otras. 

Se confiere a la asamblea de ejidatarios, como 
órgano suprenlo del ejido, entre otras facultades: 
a) señalar y detenninar las áreas necesarias para 
el asentanliento humano, fundo legal, así como la 
localización y relocalización del área de 

l' 
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urbanización; b) reconocer el parcelamiento
 
económico o de hecho, y la regularización de
 
tenencia de posesionarios; c) aprobar la
 
tenninación del régi1nen ejidal cuando, previo
 
dictamen de la Procuraduría Agraria, solicitado
 
por el núcleo de población, se detennine que ya no
 
existen condiciones para su pennanencia.
 

Se detennina, que las tierras ejidales, por su
 
destino, se dividen en: tierras para el
 
asentamiento hunlano; tierras de uso común; y
 
tierras parceladas.
 

En su apartado sobre la delimitación y destino de
 
las tierras ejidales, se faculta a la asa1nblea para
 
que al detenninar el destino de las tierras ejidales,
 
además de regularizar la tenencia de los
 
posesionarios, en su caso, reserve las extensiones
 
de tierra necesarias para el asentamiento humano,
 
a partir del plano general del ejido o que elabore
 
elRAN.
 

En su sección cuarta, intitulada HDe las tierras
 
del Asentamiento Humano" se detennina:
 

o) OlJe los liéííOS desliiJodos olosealomléalo IJlJmoao
 
IÍJler;íoa el óíeo aecesoílo pOíO el desoíío//o de lo JII(fo
 
cOmlJa;/oílo del ejido, lo clJol esló complJeslo pOí los
 
leííeaos ea qlJe se IJIJI(;lJe lo zoao de lJíIJOí/;ZOClOí/ y SIJ
 

fijado ler;o!
 

ó) OlJe los liéííOS desliiJodos pOí lo osomlJleo, 01
 
osealomléalo IJlJmoao, soa el óíeo IríedlJclilJle del ejido y
 
.soa IÍ7ol¡eí/oó/e~ IÍ77píescí;plilJ/cs e IÍ7emóoír;oIJle~ pOí lo
 

I I 
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qlJe clJolqlJJér OC/O efl es/e sefl/ido es fJI~/o de pleflo 
derecho. SiÍl emóor!Jo, el fJ¡Jcko P007Ó opor/or /Jérros 01 
mlJnic;Pló o efJ/;{jodporo los serYlóós p¡Jólicos. 

c) OlJe poro lo locol/zociófl, des!JÍlde y ffocClónomJén/o 
de lo zono de IJrÓon/zoClofl y SIJ reservo de crfClÍTllén/o, se 
reqlJlére odemós de lo oóservollCló de lo Ilormo/ivlood y•	 Ityes op!Jcoóles, lo IÍl/erveflCloll de los olJ/oridodes 
mlJfJlc;poles y se ojlJs!oróll o /os flormos /éCflICOS qIJe 
emllo lo SE[)IJ[ (Ar! 56) 

ti) ()ve lo ex/eflsióll de los solores seró de/ermlÍlodo 
por lo osomóle~ COIl lo por!;c;pociófJ del mIJlllc;pio 
compelen/e, y de cOfl!ormlood COfl los Ityes op!Jéoóles ell 
mo/erlO de frocClóllomJéIl/o, y o/elldélldo o los 
cOíoc/er/s/;éos, usos y cos/umóíes de codo reglofl. i o•	 OSigflOClOfl lo horó lo osomóle~ o los ejio%í/ós, cOfl!orme 
01 p/ollO oproóodo por lo miso e IÍlscrllo efl el Re!Jis/ro 
A!Jrorló, el clJol expedid los cer/;liéooos qlJe serófl los 
!J/IJ/os olíóóles. 

e) los s%res excedefl/es pOOrÓfJ orrefJdorse o 
eflOjéflorse o /eíceros qlJe deseell oveClÍldorse. 

f) i o propJédod de /os	 s%res se ocredloró COIl /os

•	 cer/;liéodos y los ocios suÓSeClJefl/es se regli'Ófl por el
 
derecho com¡)fl, poro lo cIJol los /;/lJlos deóeróll IÍls(''íIblrSe
 
efl el Reg/s/ro de lo propiedod correspolldéflle.
 

En el apartado sobre tierras parceladas (Sección 
Sexta) se detennina que los ejidatarios que con 
autorización de la asanlblea, decidan asumir el 
pleno dontinio sobre sus parcelas, el RAN las 
dará de baja de sus registros, expedirá los títulos 

• 

l' 
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de propiedad respectivos, los que serán inscritos 
en los registros públicos de la propiedad 
correspondientes, hecho lo cual, dichos predios 
quedarán sujetos a las disposiciones del derecho 
común (Arts. 81 y 82). 

En el mismo capítulo 11, sección séptima, titulado 
"De las tierras Ejidales ell Zonas Urbanas", y que 
encuadra en el supuesto de ejidos enclavados 
dentro o colindantes con centros urbanos, 
destacan los preceptos siguientes: 

o) Úl cose de que UfJ e¡ido es/tf efJ el óreo de 
creClmiefl/o de L/Il cell/ro de poblociófl, los flúcleos e¡idoles 
podíÓIl belleliáorse de lo urbollizociófJ de SIlS lierros, poro 
lo cuol lo IÍlcorporoCloll de los /;erros e¡idoles 01 desorrollo 
Ilrbollc¿ deberó sll/e/orse o los leyes; reglomelllos y plolles 
/I;gefl/es ell molerlo de oSefJlOmléll/os humollos. (Ar!. 87). 

IJ) Se prohibe /o IlrbolllzoClOIl de /;érros e¡idoles 
Ilbicodos efl óreos Ilo/Ilroles pro/egldos, IÍ7cllJ.fefldo ZOflOS 
de preSerl/OClOIl ecológico de los cell/ros de pobloCloll 
COIl(orme o declorolorios l/;gell/es. (Ar!. 88). 

c) Poro lo ellOjelloCloll de predios e¡idoles ell (ol/or de 
perSOflOS Ojellos 01 e;idc¿ Y ubicodos ell ZOIlOS declorodos 
de reserl/O poro el creClméll/o de Illl cell/ro de pobloClofl, 
cOllforme o los plofles de desorrollo Ilrbollo-mullic;po¿ se 
deberó respe/or lo preferellCló (derecho) de los gobierflos 
es/%les y mUlllé;poles, eslobleCldo por lo ¡ey Cellerol de 
Asefl/omiefl/os IIllmOIlOs. (Ar! 8g) 

Acorde con lo anterior, en su capítulo (IV), sobre 
"La Expropiación de Bienes Ejidales y 

. ~ 
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, 
Cotnunales", se establecen causale. ; y 
procedimientos para desafectar bienes agrarios de 
éste régimen en los términos siguientes: 

o) Se eslo!Jlece como cousoles de e%jJíopioClor¿ efllíe 
olíos.· lo reo/¡zoClofl de oCClófles poro el ordeflomléfllo 
lJí!JOflO y ecológico, osi como lo cíeoClofl o omp/¡óClofl de• íeSeí/lOS leírlloí/óles y óíeos pOíO el desoíío//o Uí!JOflo, lo 
/l1j;léfld~ /o IÍlduslíló y el IlJr/smo,' poro lo regu/orlzoClofl de 
/o lefleflCló de lo lérro ur!Jofloy rurol y los demós cousos 
prellislos efl /o ley de ErproplóClofl y olros leyes (ley 
Ceflerol de Asefllomléfllos lIumoflos y ley de /Jesoíro//o 
!Jr!Joflo loco!) fAr! gJ) 

!J) Se es/;pulo que lo e%prop/oClofl de!Jeró Iromilorse 
oflle lo Secrtloí/ó dé' lo I?eforrflo Agror/~ y de!Jeró• iJocerse meoíóflle decrelo píesloeflClól fAí! g4) 

c) Se preciso que efl el coso de e%prOpIÓClofl poro 
íeguloílzoClor¿ efl lo !íjÓClOfl del moalo de lo 
IÍldemíl/zoClor¿ se oleadeíó lo cOfl/;ood qlJe se COÓíOíÓ por 
lo íeguloí/zoClor¿ y efl los demós cosos; oleaoíéfldo el 
/lolOí comerciol de los óléfles e%proplódos. fArl g4) 

En el título quinto, relativo a la pequeña
•	 propiedad, se establece un derecho de preferencia,
 

después de los núcleos agrarios colindantes, en
 
favor de los tnunicipiosL entidades federativas y
 
de la federación, respectivamente, en la
 
enajenación de excedentes de pequeñas
 
propiedades (Art., 124).
 

En el título noveno, acerca de los terrenos baldíos 
y nacionales, se faculta a la ~ecretaría de la

• 
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Refonna Agraria a enajenar terrenos nacionales 
dedicados a la actividad agropecuaria o aptos 
para fines turísticos, urbanos, industriales o de 
otra índole, pero se condiciona y limita esta 
atribución, a que dichos bienes no sean requeridos 
para el servicio de las dependencias y entidades 
federales, estatales o municipales, y su utilización 
prevista no sea contraria a la vocación de las 
tierras (Art. 161). 

De un comparativo e interpretación de los princIpIos y 
regulaciones contenidas en el artículo 27 constitucional y la Ley 
Federal de Refornla Agraria, pueden desprend.erse entre otras, las 
conclusiones siguientes: 

! Se liellde o e!lÍTl/Íloí lo e"rces/yo /Íl!eíveflciófl de lo 
jecíeloí/ó de lo I?efoímo AgíOí/O, ell lo "v/do /rlleíllO JI 
decis/ólles de los Ilúcleos, cOflf¡r/elldose o los depelldellClós 
OgíOílÓS Olí/ouClófles omp/¡ós de osesoí/~ de COflCl/;óciófl JI 
de Y/PI/OflClÓ del cump/¡ÍTllélllo de /os fl(}ímOS OgíOí/ÓS, JI 
íeduCldos como ouloí/dod pOíO IÍlCldr efl el ómóIlo IÍlleíflo 
de los flúcleos OgíOílÓS. 

;: AC()íde COIl /o ollleí/Ó!; se omp!lóll los mÓígelles de 
/¡oeílod de deClslofl .Y OCClOfl de los flúcleos OgíOílÓS ~ de 
los e;idoloí/ós IÍloíy/duo/mefl/~ pOíO deCldr sOóíe su 
OígOfllZOClOfl IÍlleíflo .Y píoduc/¡y~ .Y íespeclo del des/¡Ílo de 
los /¡éííOS de su píoplédod IÍlcluso pOíO deCldr lo 
leímlÍloClofl del íéglÍTlefl e¡idol. 

J Se do ua poso .Y OVOflce que puede seí deClsi/l~ 

pOíO ev/!oí lo vefl!O //egol de óléfles e¡idole.5; osi como lo 
iríeguloí/dod ea lo !eflefloo de lo m/sm~ 01 cOflfeí/rse o lo 
osomóleo e¡íJoi lo /oc(JI/od pOíO de!eíífl/ilO/- el desliÍlo de 
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los lléíros. q(Je flO esléfl formo/meflle porcelodos; !Joceí el 
porcelomléfllo de éslos; reCOflocer el porcelomléfllo 
ecoflómléo o de !Jec!Jo, y íeglJloílZor lo lefleflc/o de los 
poseslófloílÓS o de qlJlefleS COíeZCOfl de /os ceíliliéodos 
COííeSPOflmeflleS; 10fllo efl lieííOS desliÍ7odos 01 
osefllomléfllo !J(Jmoflo, como de los pOícelodos y pOíO el 
IJSO com¡)fl. 

No obstante lo anterior, cabe destacar que este supuesto 
operará en los casos en que el núcleo de población existe, tiene sus 
autoridades constituidas y están funcionando; sin embargo, habrá 
que explorar soluciones para los casos, particularmente en centros 
urbanos, en que dichos núcleos ya no existen y las tierras están 
ocupadas de hecho, por asentanlientos humanos irregulares, y ya 
han sido absorbidas por la mancha urbana. 

4. lIefle (JflO grofl IÍTlporloflcio efl SIJ peíspecliyo pOíO 
foC/lilor el reoídeflomléfllo lJíÓOflO plofleodo'y íeg(Jloílzoc/ofl 
de /o /efleflC/o de lo lierío, lo foclJl/od íeseíyodo o lo 
osomIJleo e;íoo¿ poro q(Je COfl lo IÍ7/eíyeflc/ofl píeciso y 
!lÍTl/lodo q(Je lo iey Y SIJ I?eglomefllo cOfl(lérefl 01 Regis/ío 
Agíoí/o !VoClófloly o lo PíoclJrod(Jíló Agíoí/o, píom(JeyO lo 
de/¡ÍTllloc/ofl de los lieííOS pOíO elosefl/omlefllo !JlJmOflO efl 
eslíec!Jo cooímÍ7oc/ofl COfl los o(J/oí/oodes locoles; OSI 
como /o íeg(Jlor/zoC/ofl, memofl/e lo eJ'pemáofl de los 
cerliliéodos o Ii/(Jlos de píoplédod efl (OYOí de los 
poseedoíes de solores (JíÓOflOS (de !Jec!Jo, por eflojefloc/ofl 
o por OS/~flOC/Ofl de lo PíOPIO osomóko) poro SIJ 

. IÍ7scr;pC/ofl efl el !?egis/ío P¡)ó/¡co de lo Proplédod q(Je 
cOííespofldo, y S(J íeg(Jloc/ofl o porli¡- de el/o, por el 
deíec!Jo COffl¡)fl. 

5 !?es(JI/o de YIlo/IÍTlpoí/oflC/o poro lo plofleoC/ofl y 
íeoídeflomléfl/o /errilorél de los cefl/ros (Jr!JOflOS; . lo 

, t' 
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píet!/SIOfl qtle se IJoce efl el sefl/¡do de qtle los leííeflos 
ejidoles tlóicodos efl el óíeo de cíeClÍTléfllo o decloíodos 
íeSeí/lodos POíO el cíeClÍTléfllo de tlfl cefllío de poóloCloíl¡ 
éslos deóeíófl IÍ7cOípOíOíSe 01 desoíío//O tlíÓOfl~ 

olefloíéfldo los oídefloméfllos .Y ploíles /ligeflles eíl lo 
moleí/O, .Y OÓSeí/lOíldo el deíecIJo de píefeíeflclo qtle /o 
leg/s10ClOfl do o los goóieíflos locole0 pOíO Stl odqtlisiClofl. 

Aún cuando sólo se contempla el supuesto de áreas para el 
crecimiento urbano, y no hay previsión expresa sobre tierras 
ejidales que ya han sido total o parcialmente absorbidas por la 
mancha urbana, consideramos que en este caso procedería la 
expropiación en favor de los gobiernos locales, para efectos de 
reordenamiento territorial, o de un desarrollo urbano planeado y 
armónico. 

En este contexto, cabe destacar que en la nueva Ley se incluyen 
con mayor precisión las causales de utilidad pública para 
regularización de la tenencia rural y urbana, así como para el 
desarrollo urbano en sus diversas vertientes. 

Asimismo, se señala que la expropiación se tramitará ante la . 
Secretaría de la Reforma Agraria y se hará por Decreto 
Presidencial y mediante indemnización, la cual en el caso de 
regularización, atenderá la cantidad que se cobrará por dichas 
acciones, lo que da un sentido más realista que evita falsas 
expectativas a los ejidatarios, aunque habrá que definir los 
criterios en base a los cuales se garantice un mínimo de equidad a 
las indemnizaciones que se les cubran. 

En materia de expropiación para regularización, será preciso 
considerar que con la nueva Ley se manifiesta la voluntad del 
legislador de que los gobiernos locales asuman plenamente la 
responsabilidad que tienen en materia de desarrollo urbano, 
dentro· de la cual esta implicado el aspecto de regularización, sin 
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embargo, en la .Ley no se precisa expresamente, 10 relativo a la 
previsión que contenía el artículo 117 de la anterior Ley Federal 
de Reforma Agraria, en el sentido de que la CORETT sería la 
titular o beneficiaria de las expropiaciones cuando estos tuvieran 
por objeto la regularización, por lo que en todo caso lo 
conveniente será explorar fórmulas concertadas entre las 
autoridades locales y federales, orientadas a que los estados se 
hagan cargo de las acciones en esta materia, por tratarse de bienes 
que al desafectarse del régimen agrario, se incorporan al 
desarrollo urbano ya otro régimen legal de propiedad. 

PERSPECTIVAS DE LA PLANEACIÓN URBANA EN EL MARCO DE LA 

NUEVA NORMATIVIDAD AGRARIA 

Definir éstas, implica partir de tres supuestos y respuestas 
básicas: 

1. La necesidad de una visión orientada a 
annonizar y conciliar los intereses individuales o 
colectivos de los núcleos Ilgrarios con los 
correlativos de los centros de población urbanos 
(gobiernos locales), desde el punto de vista 
ecológico y de orden en el proceso urbano. 

2. Que las autoridades locales, asuman bajo una 
rigurosa concepción de gobierno, la rectoría , 
control y conducción en lo general, del proceso 
rural-urbano, a través de un sistema de 
coordinación interinstitucional con las 
dependencias o entidades federales, que en atención 
a sus competencias, deban intervenir y resolver en 
materias específicas. 

- ...~ ----­
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3. El reconocimient. , de que la ubicación, 
características y potenciales de uso de las tierras en 
que están asentados los núcleos agrarios, deben 
tener un tratamiento diferenciado en función de los 
objetivos y políticas de planeación urbana de los 
centros urbanos. 

En este orden de ideas y considerando el marco general actual 
de la problemática urbana y social, podrían identificarse sólo a 
nlanera de ejemplo, como elementos y zonas de interés 
diferenciad o: 

A) Los ZOflOS O óíeus de leííeflos O!jíOíIÓS con VO/Oí 
íe/evoílle desde el pllnlo de vis/o ecoló!jléo o no 
Ilíóon;zoó/es o medlóno'y /oí!jO plozos. 

8) ¡os zonaS' .Y sllpeíf¡éies O!jíOíIÓS en tille /05 

osenlomléíllos humono.S' I¡-íe!jllloíes hOíl Píop/(;¡ódo IJn 
ovonce I¡-íeveíslble de lo ífloncl7o lJíÓono, .Y en los tiLle /0 
píes/on y demondo de lieííO sOóíe /os óíeos j¡bíe~ hoce 
cOflvenieíl/e o/ COí/O p/ozo, su /ÓCOíjJOíOClOfl o/ desoíío//o 
llíÓOílO con/í%do e lódlJcido efl foímo plofleodo. 

De coincidir en lo anterior, ello implica análisis, definición de 
soluciones y acciones de gobierno diferenciadas en tiempo y 
espacios. Asimismo, la evolución y características del conflicto 
agrario, así como del enfoque y solución que deba dárseles 
atendiendo el interés y objetivos de la planeación urbana, exige la 
adopción de una concepción y estrategias en las acciones tanto de 
naturaleza correctiva como preventiva de los conflictos, así como 
para una adecuada planeación urbana. 

, 
1. ZONAS DE RELEVANTE VALOR ECOLÓGICO O NO URBANIZABLES 
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1.1. Acciones Correctivas y Preventivas: 

A)	 Identificar los principales conflictos y dar prioridad a una 
solución concertada y legal. 

B)	 Inhibir la inercia de los fenómenos de invasión, venta ilegal
• u	 otros mediante: 

Divulgación de su destino declarado fonnalmente 
como zonas de preservación, protección o 
restricción que éstos tienen desde el punto de vista 
de planeación urbana. 

La implementación, concertación y ejecución de 
programas de desarrollo, fomento y estímulo 

•	 económico que beneficien efectivamente a los 
miembros de los núcleos agrarios, con derechos en 
esas zonas. 

La aplicación de políticas de intención firme, que 
desalienten la invasión, venta ilegal u otros actos 
que tiendan a generar situaciones de hecho e 
irreversibles, en esas zonas rurales. 

• 
2. ZONAS AGRARIAS URBANIZABLES y/o CON ASENTAMIENTOS 

HUMANOS IRREGULARES 

2.1.	 Acciones Correctivas: 

A) A partir de la definición de que previa 
identificación y censo de zonas a regularizar,• 

11 
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concluye el. programa de regularización de bienes
 
agrarios ocupados por asentamientos irregulares,
 
aplicar una finne política institucional que
 
desaliente la invasión o la venta ilegal de
 
parcelas agrarias.
 

B) En el caso de áreas agrarias libres
 
urbanizables, establecer políticas y mecanismos
 
que pennitan a la autoridad local decidir como
 
órgano competente, el destino final de esas
 
tierras, así como el cuándo y las tnodalidades de
 
los proyectos urbanos a realizar. Para ello, será
 
conveniente ponderar si el gobierno local de que se
 
trate, controla esa tierra, vía expropiación o
 
adquisición ejerciendo su derecho de preferencia
 
que le confiere la Lea) Agraria (riesgo
 
especulativo), y estableciendo en su caso,
 
mecanismos de participación en los que concurran
 
los núcleos agrarios, particulares y el propio
 
gobierno (empresas inmobiliarias sociales).
 

Estas reflexiones aisladas, plantean sólo algunas posibilidades 
y perspectivas amplias que abre el nuevo marco jurídico agrario, 
sin embargo, consideramos conveniente señalar que no obstante lo 
avanzado de nuestra legislación urbana, se precisa su 
actualización y modificación en muchas de las legislaciones 
locales en materia de desarrollo urbano, puesto que la dinámica 
agraria de los asentamientos humanos y del proceso de 
urbanización, exigen que los ordenamientos jurídicos que los 4J,.' 

regulan, sean vigentes en cuanto realidades actuales, y algunos de 
los ordenamientos locales se han quedado a la zaga en aspectos 
que otras legislaciones ya han perfeccionado. 

Es preciso actuar con la convicción de que la planeación de los 
asentamientos humanos, es una acbvidad nacional, continua e 
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insb tuciona!. Es ;nacional porque compromete a los tres niveles de 
gobIerno; es continua, porque sólo puede entenderse como un 
proceso permanente para ajustarse constantemente a la realidad; 
y, es institucional, porque se traduce en acciones de todos los 
sectores que tienen efectos concretos en los asentamientos 
humanos, dentro de los cauces institucionales y normativos que 
establece nuestro Estado de Derecho. 

• 
Por lo que en este contexto, adquiere gran relevancia el 

imperativo, en el ámbito local, de realizar una adecuada y 
oportuna elaboración, ejecución y control de los planes de 
desarrollo urbano, para que éstos no sean meros documentos 
acad~micos, o planes decorativos, dado que en la medida que se 
respeten y ejecuten adecuadamente dichos planes, su contenido y 
objetivos se cristalizarán en acciones, obras y servicios y, por lo 
tanto, en un orden rural y urbano con mayores niveles de 
bienestar para la población. • 

• 

•
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EL OBJETO DE LA PRUEBA EN EL PROCESO AGRARIO" 

• 
LIC. MARCO ANTONIO DÍAZ DE LEÓN 

MAGISTRADO UNITARIo DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 

GENERALIDADES 

A gradezco al señor Presidente de este Tribunal SUperior• Agrario, Licenciado Luis Octavio Porte Petit, su amable 
invitación para intervenir en este inlportante evento Con la 
exposición sobre el objeto de la prueba. 

Es, naturalnlente, un honor poder participar en este gran foro 
de juristas, de conocedores del moderno Derecho Agrario, y de 
compartir este presidiunl con la presencia de Magistrados del 
Tribunal Superior Agrario, para buscar el intercambio de ideas 
sobre la materia procesal y, en particular, sobre la prueba Como lo 

• hicimos el año pasado. 

Pero, además, como apunte de nuestra historia, de la Historia 
de los Tribunales Agrarios, es oportuno destacar que aquí en este 
foro y en este acto se encuentran, deberán encontrarse, siempre, 
los mejores conocedores de estas jóvenes instituciones agrarias 
que apenas surgen hace tres años, es decir en 1992, pues yo no 

• 
'Conferencia dictada el 19 de mayo de 1995, en el Cenlro de Estu.dios de 
Justicia Agraria lIDr. Sergio Carcía Ramírez". 

: 11 
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concibo que en esta materia pudiéramos voltear a etapas 
anteriores, y no me refiero sólo a la Secretaría de la Reforma 
Agraria, a las Comisiones Agrarias Mixtas o a los antiguos 
tratadistas de estas disciplinas -hoy importantes historiadores de 
nuestra asignatura-, sino a todo ese sistema caduco de justicia 
mere administrativa existente antes de 1992, dado, actualmente, es 
indudable que es precisamente en estos Tribunales Unitarios 
Agrarios, en sus Magistrados, en sus Secretarios de Acuerdos y de 
Estudio y Cuenta, donde surge el debido proceso, donde se hallan 
los modernos conocedores, cultivadores y tratadistas del nuevo 
Derecho Procesal Agrario y, para muestra, entre otras muy 
importantes, me basta aludir a la reciente y magna obra de 
Derecho Procesal Agrario del Dr. Sergio García Ramírez1• 

Desde luego, buscaremos llegar aquí al meollo de la prueba, 
pero ello lo haremos antes de abordar nuestro tema; lo 
intentaremos dentro de la generalidad que representa la prueba 
para todo el derecho procesal, sin pretender circunscribirnos en 
este inicio del estudio, pues, sólo a la cuestión agraria, no porque 
la cuestión agraria no requiera de la teoría de la prueba o porque 
esta área no tenga necesidad de medios de demostración, sino 
porque, como veremos, la doctrina de la prueba supera los 
alcances inclusive de toda el área procesal, dado, su relevancia se 
deja sentir en todas las áreas del derecho y, más aún, podernos 
señalar que la prueba rebasa al sistema jurídico, pues, 
corresponde su indagación a la filosofía, dentro de la rama de ésta 
llamada teoría del conocinliento. 

), 

Con estas pequeñas introducciones, con la venia de nuestro 
Presidente Lic. Luis Octavio Porte Petit, debemos iniciar nuestro 
tema, pero sobre la base, pues, de que en esta introducción no 
estoy tratando cuestiones relacionadas con acciones específicas o 

lGARCÍA RAMÍREZ, Sergio. 
Porrúa, 1993. 

Elementos de Derecho Procesal Agrario, México, 
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cuestiones que. implícitanlente corresponden únicamente al 
Derecho Procesal Agrario. 

Vamos a hablar del derecho y de la prueba en un ámbito 
superior; en un ánlbito de ciencia, o sea precisamente en un plano 
de ciencia jurídica y, dentro de ésta, a la procesal. 

Es decir, la prueba interesa a todo el derecho y no únicamente 
al catalogado de procesal. 

Recordemos que las normas jurídicas se distinguen de las 
restantes reglas de conducta, como las morales, las del trato social 
o aun las religiosas, por una particularidad, que es la coacción, 
elemento tal que sólo se da en la normatividad del derecho y que 
consiste en compeler al obligado a cumplir con el deber normado, 
inclusive en contra de su voluntad, por medio de la autoridad y 
de la ejecución forzada. 

y es precisamente por esta cualidad que todo el campo jurídico 
requiere de la prueba, pues es lógico que antes de imponer la 
sanción jurídica es necesario demostrar que el obligado en la 
norma infringió el deber establecido en la misma. 

Esto es, sin la prueba, la aplicación de la sanClon sería 
obnubilada, sin posibilidad de saberse si se aplica de manera 
adecuada o incorrecta, pues faltaría la demostración del 
presupuesto de la violación a la obligación establecida en la 
norma. 

Sin embargo, debemos aceptar también que, en el campo 
jurídico, es en la materia procesal donde más se ha indagado en el 
tema de la prueba, porque el objeto principal de dicha disciplina 
lo es la justicia, la inlpartición de ésta en el proceso donde el 
juzgador, conló aquí en el caso de los tribunales agrarios, para 
resolver los litigios de manera justa y en sentencia definitiva, 

,
 
---- --~-

I1 l 
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requieren 'neluctablemente del criterio de la prueba para da! la
 
razón a quien, con sus pruebas y en justicia, hubiera persuadido al
 
magistrado de que la posee.
 

Yes que aún dentro de los regímenes oligárquicos o totalitarios 
nunca se ha dejado ni creo que se dejará de hablar acerca de la 
justicia, de la prueba de ésta, por que los sucesos a que se refiere y 
las cuestiones que plantea son, precisamente, los mismos que 
determinan la propia condición humana. 

Se debe a que racionalmente y de hecho, la justicia está 
indisolublemente ligada a la idea de libertad, enmarcada ésta, 
obviamenb;', dentro de una tolerancia que permita la convivencia 
social. Por lo mismo, así como hay dos formas de considerar la 
condición humana, una filosófica y metafísica, otra empírica y 
sociológica, la justicia puede ser explicada y probada, ya en el 
campo del razonanliento abstracto, ya partiendo de las realidades 
concretas de la vida política. 

No parece necesario ahondar aquí sobre las disquisiciones 
procesales o filosóficas hechas para explicar la esencia o 
trascendencia de la justicia y su implicación para el individuo, la 
sociedad o el Estado. Más bien, nos parece de mayor relevancia 
aludir a la justicia en el plano experimental, como desideratum 
del hombre que busca su liberación de todas las formas de 
corrupción y de arbitrariedad. 

En este sentido, a menudo se habla de que la justicia debe ser 
pronta y expedita; de que la justicia debe ser gratuita; de que las 
leyes adjetivas deben ser suficientes para que el proceso sirva a la 
justicia; de que en los códigos procesales se debe establecer este o 
aquel sistema de prueba, para que en el proceso las partes puedan 
demostrar sus pretensiones y se haga justicia a quien le asista la 
razón en el fallo definitivo; y en fin, de la justicia se habla casi 

• 
,,' 

" ,; :.'" .' 
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siempre para ha,cerla gravitar sobre lo ,>bjetivo de la ley, de la 
prueba o del proceso. 

INTRODUCCIÓN 

•	 Lejos ya de las pruebas ordálicas y de las monarquías 
absolutistas donde la justicia era utópica o ilimitada la potestad de 
juzgar, en las democracias modernas el pueblo, soporte el poder 
político, es puesto en condiciones de ejercer directamente dicha 
potestad o, al menos, de controlar su ejercicio. 

• 

En la práctica, aparentemente, el problema de la jurisdicción y 
de la justicia, se reduce al establecimiento de instituciones 
procesales, gracias a las cuales los órganos de gobierno quedan 
subordinados al principio de legalidad plasmado en la 
Constitución. Es sabido, por lo demás, que un enunciado tan 
genérico encubre tenlibles dificultades. 

Mientras por un lado no se limite el poder jurisdiccional en su 
actuación procesal, se establezca un adecuado sistema de prueba y 
se permita recurrir sus resoluciones, inclusive por vía de amparo 
y, por el otro, no se reconsidere la dignidad y situación política 
del poder judicial, en el fondo, la humanidad no habrá salido de 
esa etapa antidemocrática y de legislación demagógica de que se

•	 valieron algunos Estados para hacer leyes y hablar de la justicia, 
pero sin aplicarla. 

Por lo mismo, para arribar a conclusiones útiles para el Estado 
de Derecho y la justicia, el análisis de toda esta temática debe 
partir de un estudio serio del proceso, empero sin llegar al 
extremo de pretender tocar aquí su naturaleza jurídica, porque 
nos saldríanlos del tema. 

• 

[1 
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Para los iniciados en el estudio del derecho proces.l no se 
necesita de mayor indagación para saber que sobre el tema de la 
naturaleza del proceso se ha hablado mucho y, acaso, no menos se 
ha escrito también por muchos sin que a la fecha se haya llegado a 
obtener una definición satisfactoria para todos sobre la esencia de 
tal figura. 

Nosotros, aquÍ, no insistiremos acerca de tan importante 
cuestión, de la cual habremos de prescindir, no tanto porque no· 
nos interese el intento de explicar lo que en doctrina procesal el 
proceso sea, cuanto porque a sabiendas de que en la práctica 
judicial el proceso tiene realidad sea cual fuere su concepción, 
para el caso, y acerca de la noción que del mismo aquÍ trataremos, 
nos importa tan sólo lo que dentro de él se efectúa como e~ el caso 
del objeto de la prueba. 

Nos atañe la idea corriente del proceso; la que de inmediato nos 
conecta y hace pensar en el Tribunal; la que de primera intención 
permite que se presente el proceso como una forma de resolver los 
litigios de manera pacífica, justa, por obra de la jurisdicción; es 
decir, como un sistema ordenado y coherente de reglas jurídicas 
que sirven para adquirir un conocimiento cierto de los hechos, 
que como su objeto en él se debatan, así como para despejar la 
incertidumbre del derecho que en definitiva se deba aplicar por 
motivo de tales hechos. 

En esta noción dialéctica del proceso, teóricamente compleja no 
obstante la aparente sencillez de su presentación empírica, se 
compendian los dos polos sobre los cuales gira todo el quehacer 
procesal. Por lo tanto, no otra cosa se hace menester que procurar 
centrar su explicación en la contradicción fáctico-jurídica y en la 
solución justa de dicha contradicción; más aún, en el intento de 
solucionarla. , 
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Del proceso, .pues, sea agrario, civil o penal, por ejemplo, 
podemos decir que supone un dualismo estructural en que 
coinciden para su dilucidación las (:osas y las ideas, los hechos y el 
derecho: son dos, y sin embargo se reduce a una, pues, se funden 
en una sola y nlÍsma cuestión que el proceso trata de resolver. 

A partir de aquí y de fijar nuestra atención en este punto, 
veremos que el proceso pasa de ser un método de debate, a ser en 
sí mismo un debate en el que se asientan las tesis y antítesis 
sostenidas por cada una de las partes; es de comprenderse que 
ambas afirmaciones se van desarrollando ulteriormente en un 
cambio continuado de facetas probatorias, hasta que, su 
aproximación a la persuasión, produce como resultado la síntesis 
que une el contenido de verdad o falsedad de cada una de 
aquéllas en la mente del juzgador; sigue de aquí la labor de 
subsunción jurídica que realiza el Tribunal en el enlace de esa 
síntesis particular y concreta con la hipótesis abstracta y genérica 
establecida en la ley sustantiva. 

Los hechos y el derecho a aplicar son, pues, los ingredientes 
objetivos esenciales con que se hace el proceso; de disgregar estos 
elementos, observamos que dentro del proceso tal parece que la 
aplicación del derecho no se ofrece como su problema 
fundamental o, si se quiere, el que representa su mayor dificultad. 
Con independencia del suficiente saber jurídico que se supone 
posee todo buen juez, dejando a un lado lo relativo a las lagunas 
del derecho, podemos aseverar que por lo regular en la 
positividad todo derecho sustantivo contiene previsiones 
suficientes y adecuantes a los hechos de los litigios que regulen y 
que dan su solución. En la materia agraria los artículos 2° y 167, 
de la Ley relativa, establecen la supletoriedad de otras leyes como 
la civil o la lnercantil, por ejemplo. 

Es decir, sabemos que si una pretensión no estuviera reglada 
por ese derecho, por este hecho, dicha pretensión acaso no tanto 

1\ 
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t :arecería de derecho, cuanto de relevancia 
proceso; no es el derecho, pues, a nuestro 
obstáculo primordial del susodicho proceso. 

jurídica 
modo de 

para 
ver, 

el 
el 

Consecuentemente, consideramos que no es el resultado del 
derecho lo que más debería preocupar a los abogados; dentro del 
proceso, para el magistrado, las partes, el Estado, la sociedad y la 
justicia, deberían interesar más los hechos y su conocimiento 
cierto, por ser éstos, precisamente, los antecedentes que justifican 
la aplicación justa del derecho. 

Significa que para el proceso, el substrato fáctico le constituye 
su objeto y partícula principal; es más, traducido el hecho a 
rretensión jurídica, vemos que ésta adquiere una influencia 
decisiva en la tarea pública de administrar justicia, al grado de 
que todo el montaje jurisdiccional fue creado por ella y para ella; 
por la pretensión se estatuyó a la acción como medio de llevarla al 
tribunal; por lo consiguiente, la jurisdicción se estableció como 
poder para decidir sobre ella; y como consecuencia, finalmente, el 
proceso fue creado para constatar su procedencia. 

La dificultad mayor a la que se enfrenta el proceso es, pues, la 
del conocimiento de los hechos y a la prueba de éstos. Todo ello 
constituye el tema de esta conferencia, o sea, el objeto de la 
prueba. 

JUSTICIA AGRARIA 

Hablar a ustedes del proceso, de la prueba o de la justicia, pues, 
es hablarles de un largo camino del Estado de Derecho en busca 
de la justicia; es hablarles de la voluntad de los gobiernos 
democráticos, como los que nos han antecedido desde el inicio de 
nuestra Revolución de 1917, por establecer un sistema de justicia 

---:- -:--~1··. . . 
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agraria que dier~ seguridad, q le diera certeza en el campo a sus 
legítimos titulares, y que sirviera a resolver sus litigios por obra 
de la jurisdicción. 

Por ello, si desde sus inicios se ha pensado en que la justicia 
agraria debe ser jurisdiccional, hoy doblemente no sólo lo 
pensamos, sino, que lo vivimos. 

Dejamos atrás una etapa acaso llena de heroísmo, aunque de 
seguro llena de lnúltiples vicisitudes e injusticias, donde, por 
ejemplo, la Secretaría de la Refornla Agraria o las Comisiones 
Agrarias Mixtas, administrativamente resolvieron y sancionaron 
como pudieron conflictos entre ejidatarios, campesinos y 
comuneros. 

Hoy, después de ese sistema administrativo que ya había dado 
todo de sí, los litigios se resuelven a través del rigor y seguridad 
que otorga el vigente artículo 27 constitucional, que instituye los 
tribunales agrarios y el relativo proceso: únicos caminos por los 
cuales siempre debió haber transitado esta justicia. 

Por ello, como antes ya dije, aquí no podemos voltear atrás, 
sino, inversamente, debemos ver no sólo en dónde estamos, sino a 
futuro, hacia donde iremos, pues ustedes los aquí presentes deben 
asumir la responsabilidad histórica de ser los pioneros de la 
justicia agraria, los verdaderos procesalistas de esta rama social, 
pues este es el esperado prinler Tribunal, que surge como 
transición jurisdiccional en la impartición de esta justicia. 

y debemos sentirnos no únicamente orgullosos, sino, sentirnos 
parte de esta Historia moderna que empieza a dejar huella ya en 
el campo, que empieza a dar los primeros productos finales como 
son las ejecuciones de sus sentencias y elaboración de los 
correspondientes planos, que más que títulos de propiedad 

11 
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agraria, son cuestiones que van a dar a los cam] lesinos la auténtica
 
confianza en la tenencia de la tierra.
 

Así, pues, el Tribunal Agrario se ofrece hoy y hacia adelante 
como una institución de justicia pronta, que en base a la ley 
impartimos todos aquí, COlno representantes sui géneris que por 
antonomasia debemos conocer con profundidad la materia 
procesal y en particular el derecho probatorio que le es relativo. 

OBJETO DE LA PRUEBA 

Para los iniciados en el estudio de derecho procesal no se 
requiere de n1ayor indagación, para saber que sobre la prueba se 
ha hablado tanto y por tantos, que su tema se quiebra en facetas, 
en múltiples opiniones discordantes, como si a través de un 
prisma pudiéramos pasar la luz del saber procesal. 

y es la fecha en que aún no se han podido poner de acuerdo los 
procesalistas, por las razones que aquí van10S a dar. 

En esencia, la prueba no es un tema del derecho procesal; como 
ya antes hemos afirmad02, la prueba trasciende a este campo para 
situarse en el conocimiento científico, en una parte de la filosofía 
denominada teoría del conocimiento, el cual, por su amplitud, no 
podemos abordar del todo en esta modesta conferencia, cuando 
menos modesta en tiempo. 

Sin obstar a lo anterior, haremos sin embargo también el 
esfuerzo de ver la prueba desde el punto vista común y corriente 
del proceso; desde aquella idea que nos conecta de inmediato con 

•
2DÍAZ DE LEÓN, Marco Antonio. Tratado sobre las Pruebas Penales, México, 
Porrúa, 1992. 
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el Tribunal, con aquella concepción que de entrada nos permite 
ver de cerca la sentencia que resuelve el conflicto de intereses 
mediante fallo definitivo que adquiere la calidad de cosa juzgada, 
característica propia únicamente del poder jurisdiccional. 

En esta noción dialéctica del hecho y de lo eidética, de lo 
científico y de lo fáctico del proceso, teóricamente compleja no 
obstante la aparente sencillez de su presentación empírica, se 
contemplan los dos polos sobre los cuales gira todo el quehacer 
procesal. 

De disgregar estos polos veremos que son los hechos y las ideas 
las que llegan al proceso, son los hechos y el derecho lo que se 
dilucida en una instancia de cualesquiera índoles procesales y es, 
precisamente, en estas dos situaciones donde la prueba juega una 
situación importante en tanto que supone la intervención del 
Tribunal quien, a través del fenómeno de la subsunsión jurídica, 
por medio de las pruebas, se persuade y decide a cuál de las 
partes le corresponde la razón, para tutelada en el fallo definitivo. 

De esta forma, en el proceso confluyen el derecho, confluyen 
los. hechos; y no se piense que el derecho es la parte que 
representa la mayor dificultad para el proceso, pues, 
independientemente de las lagunas que pudiera tener el mejor de 
los códigos procesales, independientemente de que algunos 
tribunales tal vez no tuvieran los suficientes conocimientos del 
derecho, lo cierto es que por el principio iura novit curia se 
presume que el juzgador conoce el derecho, cuando menos el 
nacional. 

Esto es, sobre la materia jurídica siempre existirán soluciones, 
como ocurre en la agraria, porque se permiten supletoriedades, 
jurisprudencias, principios generales de derecho y hasta apoyos 
de costumbres autorizadas por la ley, como lo señala el artículo 4° 
constitucional, para poder zanjar las cuestiones jurídicas; esto, al 

I1 
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margen de que hoy por hoy indudablemente podemos situar a
 
nuestros Magistrados de este Tribunal Superior y a los Unitarios
 
como verdaderos representantes de la ciencia jurídica agraria.
 

Puedo decirles, pues, que no es el derecho el principal
 
problema al que nos enfrentamos los abogados.
 

El problema principal al cual se enfrenta la justicia, el Estado, 
los Tribunales, los campesinos en este caso, o los litigantes en el 
proceso, es al problema de los hechos, al problema de su 
conocimiento cierto, al problema de acreditar y más que acreditar, 
de que el Tribunal se persuada que son ciertos dichos hechos, para 
que éste los pueda recoger y hacer valer en la sentencia que al 
efecto su conciencia le dicte. 

Se debe que los humanos son litigiosos y mendaces por esencia, 
y que en muchas ocasiones deben solucionar sus litigios mediante 
proceso y el Tribunal; es de comprenderse que éste, al ver la 
dificultad del conocimiento de los hechos que aduce cada parte, se 
enfrenta a dos posiciones discordantes que afirman tener la razón 
de manera simultánea; y esa dificultad sobre el conocimiento de 
quien debe ser el elegido, para otorgar la razón, constituye un 
fenómeno dialéctico que el Tribunal va desentrañando a través de 
algo que conocemos como prueba y que constituye el camino 
único por el cual puede transitar el poder de jurisdicción. El día 
que la prueba pueda aplicarse sin proceso, la humanidad habrá 
dado un gran avance, un gran logro porque habrá quitado el vía 
crucis procesal a las partes dado, habrá despejado el camino a la 
justicia de ese innumerable y vulnerable trámite de actos que 
constituyen al proceso. Sin querer ser blasfemo, sólo Dios puede 
juzgar sin proceso, pero yo pienso que tal vez no sin prueba, 
porque sin prueba no se puede llegar a la verdad. 

En resumen, pues, dejando a salvo que en algunas ramas 
procesales se pueda probar el derecho, los usos/ la costumbre o/ 
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inclusive, la jurispl udencia, como también afirma Armienta 
Calderón3, podemos establecer que el objeto de la prueba son los 
hechos. 

PRUEBA DE LOS HECHOS EN EL PROCESO AGRARIO 

Partiendo del precitado punto de vista podemos establecer, 
pues, que el principio general que anima al objeto de la prueba es 
el de que ésta recae sobre los hechos, cuestión así aceptada por el 
Código Federal de Procedimientos Civiles, supletoriamente 
aplicado a la Ley Agn:ria, señalante en su artículo 86 que: 

#Sólo los hechos estarán sujetos a prueba, así 
como los usos o costumbres en que se funde el 

• derecho". 

Sin embargo, tal enunciado precisa de algunas breves 
consideraciones que se traducen como excepciones al susodicho 
principio, dado que, como a continuación veremos, si bien es 
cierto que los hechos son susceptibles de prueba, también lo es 
que en determinados procesos no todos los hechos quedan sujetos 
a prueba, por la sencilla razón de que algunos de ellos, 
simplemente, no llegan a requerirla. 

• La primera excepción se refiere a que sólo los hechos 
relacionados con el debate procesal son objeto de prueba. Al 
efecto, el artículo 79 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, supletorio de la Ley Agraria, establece: 

3ARMIENTA CALDERÓN, Gonzalo. El Proceso Tributario en el Derecho 
Mexicano, México, Textos Universitarios, 1979, p. 268: /lEs un principio de 
derecho procesal que sólo los hechos deben ser objeto de la prueba. Por lo que 
respecta al derecho, se admite la prueba únicamente del derecho extranjero, 
dd derecho consu('tudinario y de la jurisprudencia". 

, 11 
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"Para ~onocer la verdad, puede el juzgador 
valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y 
de cualquier cosa o documento, ya sea que 
pertenezca a las partes o a Ull tercero, sin más 
limitaciones que las de que las pruebas estén 
reconocidas por la lel) y tengan relación 
inmediata con los hechos controvertidos. 

Los tribunales no tienen límites temporales para 
ordenar la aportación de las pruebas que juzguen 
indispensables para fonnar su convicción respecto 
del contenido de la litis, ni rigen para ellos las 
limitaciones y prohibiciones, en materia de 
prueba, .!stablecidas en relación con las parles". 

Es de comprenderse que una vez que en el proceso agrario han 
quedado establecidas, tomando como guía los hechos fijados en la 
litis, cuáles son las circunstancias singulares controvertidas sobre 
las que está llamado a resolver, el Tribunal está impedido para 
autorizar medios de prueba tendientes a demostrar hechos ajenos 
a la causa sometida a su conocimiento. 

Más aún, suponiendo el caso de que el magistrado llegara a 
obtener de manera particular cierto conocimiento directo de algún 
hecho relacionado con un proceso que él ventilara, no obstante 
ello no podría hacer mención de esta circunstancia en la causa 
relativa, por lo que no sólo no sería objeto de prueba tal hecho, 
sino que deberá olvidarse absolutamente de esa información 
extraprocesal en su calidad de juzgador. 

Esto se debe no sólo al principio de que únicamente los hechos 
controvertidos son objeto de prueba, sino, también, al principio 
constitucional de que la impartición de la justicia agraria debe ser 
imparcial, como 10 ordenan los artículos 17 párrafo segundo, y 
primer párrafo de la fracción XIX del artículo 27 constitucional. 
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Esta argumentación, por lo común é ceptada, derívase de que 
todo proceso debe ceñitse al conocimiento sólo de los sucesos que 
en él se ventilen y,. por tanto, no tienen cabida diligencias 
probatorias impertinentes, que tiendan a demostrar hechos ajenos 
a la relación procesal que se hubieran determinado en la litis. 

Se origina de aquí que los medios probatorios que se pueden 
ofrecer y, en su caso; admitir, deben ser exclusivamente aquéllos 
que se relacionen con los hechos, principales o accesorios, de la 
demanda, de su contestación o aún reconvención de donde derive 
la litis conformante de la relación de derecho agrario que se 
establezca entre las partes. 

Las pruebas, pues, deben recaer sobre la pretensión del actor y 
las excepciones o defensas del demandado y, por tanto, las que no 
se le vinculen deben ser inadmitidas por el Tribunal, como 
también "es claro que se deben rechazar las alegaciones extrañas 
allitigio"4, según afirma Bonnier. 

Otra excepción sería, dentro de la doctrina procesal, aquélla 
que se refiere a los hechos admitidos o confesados. Para los 
procesalistas del civil, los hechos que se admiten o bien que se 
confiesan se excluyen del debate procedimental y, por lo mismo, 
quedan fuera de la prueba. 

No la requieren porque, además de estar ya aceptados, su 
desahogo provocaría un superfluo dispendio de tiempo y energías 
en detrimento de la economía procesal. 

Esta doctrina llama admisión"a la circunstancia de no impugnar 
las proposiciones del adversario"5, o bien "cuando el demandado 

4BONNIER, Eduardo. Tratado Teórico y Práctico de las Pruebas en Derecho Civil y
 
en Derecho Penal, Madrid, Renus, 1928, t. 1, p. 81.6.
 
5COUTURE, Eduardo. Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Depalma, 1974, p.
 
223. 

1\ 
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reconoce expresamente en su contestación los hechos afirm ldos
 
por el actor en su demanda"6• A tal grado es aceptado este
 
principio, para los procesos de corte dispositivo, que, por ejemplo,
 
la Ley Agraria en el párrafo segundo de su artículo 180 establece:
 

HCollfesada expresal1lente la de1nanda en todas 
sus partes y explicados sus efectos jurídicos por el 
tnagistrado y cuando la confesión sea verosímil, 
se encuentre apoyada en otros elementos de 
prueba y esté apegada a derecho, el tribunal 
pronunciará sentencia de inlllediato, en caso 
contrario, continuará con el desahogo de la 
audiencia". 

Es acorde con esto 10 que por su lado determina el Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en su artículo 274: 

HConfesada la de1nanda en todas sus partes o 
lnanifestando el actor su cOl1fonnidad con la 
contestación de ella, se citará para sentencia". 

Se deduce de lo anterior que "parecería a primera vista que, 
producida una confesión, nada más le queda al juez por hacer 
sino condenar al confeso, o, como suelo decirse, que la confesión 
de parte releva o exinle al magistrado de acudir a toda otra 
prueba"7. 

Sin enlbargo, esta excepClon al objeto de la prueba no es 
absoluta en el proceso agrario, donde rige el principio de la 
verdad nlaterial y no sólo la formal, como lo establece el artículo 
4° constitucional, el cual señala que en los juicios agrarios donde 

6AL5INA, Hugo. Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial,
 
Buenos Aires, Ediar} 1961. t. 111, p. 247.
 
7DELLEPIANE} Antonio. Nueva Teoría de la Prueba, BogoLá} Temis} 1972} p. 118.
 

,
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los indígenas sean parte l/se t01narán en cuenta sus prácticas y 
costumbres jurídicas en los ténninos que establezca la ley", 
siendo cuando menos discutible dicha excepción de prueba 
incluso en el proceso civil en aquellos casos donde pudiera mediar 
colusión de las partes, y más aún la misma no opera en materia 
penal, ya que, realmente, 11 en el proceso penal no puede hablarse 
de hechos confesados o ad'mitidos"8 o, al menos, existen dudas 
respecto de considerar fuera del objeto de la prueba a los hechos 
confesados. 

Al efecto, debe considerarse que en la materia agrarIa no es 
difícil encontrar confesiones no verdaderas o bien que se 
encuentran viciadas por motivos de parentesco, amor, amistad o 
motivos económicos, que se producen para beneficio entre las 
partes. En todo caso, el Tribunal tiene libertad de valorar en 
conciencia, aunque siguiendo los lineamientos de los artículos 189 
de la Ley Agraria y 96 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, supletoriamente aplicado. 

Otra excepción es la que se refiere a los hechos evidentes, 
porque resulta superfluo tratar de probar el hecho que produce 
convicción de certeza por su simple conocimiento, es decir aquél 
que se demuestra por sí mismo, como sería, la existencia misma 
del hecho cuya presencia lo revela en sí como cierto e indiscutible, 
según sucedería, por ejemplo, si en una parcela se aprecian los 
surcos de la siembra así como plantas en crecimiento, no haría 
falta prueba de que el campesino ha trabajado la tierra, para 
demostrar que no está dentro de la causal de pérdida de derechos 
agrarios establecida en la fracción 1 del artículo 85 de la Ley 
Federal de Reforma Agraria. 

8SILVA MELERO, Valentín. La Prueba Procesal. Madrid, Revista de Derecho 
Privado, 1963, t. 1, p. 56. 
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Lt >s hechos notorios tampoco requieren ,de prueba y el Tribunal
 
puede invocarlos, aunque no los hubieran alegado las partes,
 
reconociéndose como tales a las nociones de hecho que entran en
 
la común experiencia.
 

Mortara9 opinaba que, no obstante no existir en el derecho 
positivo italiano de su tiempo ninguna disposición general que 
declarase que la notoriedad de un hecho baste para darlo por 
probado, éste era un principio que recibía frecuentes aplicaciones 
en la práctica cotidiana. Lo importante, respecto a este punto, para 
Mortara, es establecer qué se entiende bajo la denominación de 
hecho notorio. 

La notoriedad -dice- no es, 11ciertamente, el conocimiento 
privado que el juez tenga o crea tener acerca de los hechos 
controvertidos, sino, lllás bien, un conocimiento común, es decir, 
semejante al que cualquier otro juez, en análoga situación oficial, 
tendría o podría tener, sea por divulgación alcanzada por el 
hecho, sea porque la cultura ordinaria del magistrado comprende 
normalmente el conocimiento del mismo, ya se trate de una 
noticia científica o histórica". 

Así, pues, el hecho notorio no necesita de prueba, 
entendiéndose por tal no únicamente lo que es aceptado de 
manera universal, como lo serían los días del calendario, sino, 
también, aquello que es del común conocimiento en la entidad 
social donde se actúa, por que ha pasado al dominio público, 
aunque sea relativamente en cuanto al tiempo o al espacio: una 
fecha histórica, un terremoto, etcétera. Así lo establece el artículo 
88 del Cód igo Federal de Procedinlientos Civiles: 

9~10RTARA. Manuale di Diritto Processualc Cívilc, Turín, 1955, p. 183, cit. por 
Rafael de Pina, Tratado de las Pruebas Civiles, México, Porrúa, 1975, p. 116. 
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fiLos hechos notorios pued '!n ser invocados por el 
tribunal, aunque no hayan sido alegados ni 
probados por las partes". 

No necesitan de pruebas, igualmente, los hechos sobre los 
cuales recae una presunción legal.

'. Presunción legal es una proposición normativa acerca de la 
verdad de un hecho. Si admite prueba en contrario se dice que es 
relativa o iuris tantum, si no la admite se denomina absoluta o iuris 
et de jure. Las presunciones juris el de jure eliminan la prueba de 
ciertos hechos, cuya existencia contemplan por lo establecido en la 
ley respecto de la existencia de etros hechos, cuando éstos se 
hallan comprobados; es decir, de la comprobación de un hecho el 
legislador deduce la obligación que tiene el Tribunal de 
considerar que existe o no existe otro hecho, al margen de si tal 

•	 circunstancia es congruente con la lógica o con el caso concreto en 
lá realidad. Las presunciones se hallan reguladas por los artículos 
190 a 196 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Y, aSÍ, habiendo abusado del tiempo que se me concedió para 
exponer, estimo que el tema de la prueba requiere, para su 
planteamiento, más que de una conferencia, de un curso que 
desde ahora propongo se realice en nuestro Tribunal. 

Muchas gracias.
t 

•
 

1I 
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RESOLUCIONES DE LA ASAMBLEA DE 

EJIDATARIOS O DE COMUNEROS· 

DR. CARLOS QUINTANILLA YERENA.... 

DIRECTOR DE INVESTIGACIONES DE LA 

PROCURADURÍA AGRARIA 

INTRODUCCIÓN 

• 
L a Ley Agraria vigente le concede a la asamblea de 

ejidatarios y de comuneros una amplia gama de 
atribuciones, principalmente en su artículo 23, mismas que los 
propios campesinos no han valorado a plenitud, por lo que suelen 
apoyarse en distintas instituciones del sector público y 
organizaciones agrarias para resolver sus asuntos. 

El citado artículo en sus fracciones de la 1 a la XN contiene la 

t	 preceptiva ínsita de veinticuatro procedimientos administrativo­
interno-ejidales, que se complementan con los artículos 13 y 104, 
entre otros, de la misma Ley que talnbién le otorgan atribuciones 
a dicha asamblea y que suman doce procedimientos, cuyos 
asuntos se resuelven por mayoría simple y la otra mitad en 

'Febrero 1997. 
"Doctor en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de México. Curso 
de Perfeccionamiento en "Cooperación Internacional y Políticas de 
Intervención	 en los Países en Vías de Desarrollo", Facultad de Ciencias 
Políticas de la Universidad de Estudios de Bolonia, Bolonia, Italia. 
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asamblea de formalidades especiales. Punto de vista práctico y sin
 
embargo poco conocido por los sujetos agrarios a quienes
 
directamente les concierne la aplicación de la Ley.
 

El objetivo principal del presente trabajo es facilitar el manejo a 
los miembros de los órganos de representación y de vigilancia de 
los núcleos agrarios respecto de las resoluciones de la asamblea. 
En él se sistematizan los procedimientos administrativo-interno­
ejidales que se vislumbran en la Ley Agraria, no presentados 
explícitamente como su parte adjetiva. Se propone que esta 
pragmática jurídica sirva de base para que en un futuro inmediato 
se legisle sobre un apartado tan importante como lo es el 
procedimental, además del sustantivo ya existente; ello permitirá 
agilizar la aplicación de la justicia agraria por las distintas 
instituciones involucradas en la materia, principalmente los 
tribunales agrarios. 

Como hipótesis, el concepto "administrativo-internos" 
comprende los asuntos ejidales y comunales susceptibles de 
resolverse procedimentalmente dentro de la competencia de los 
órganos internos, y que, por lo mismo, son actos "jurídico­
administrativos" stricto sensu ya que crean, modifican o extinguen 
derechos y obligaciones de los sujetos agrarios que les otorga la 
Ley Agraria y el reglamento interno, o el estatuto comunal en su 
caso. Con lo anterior se demuestra que no se ajustan al concepto 
tradicional del acto jurídico administrativo!, es decir, aquél que 
debe emanar del Ejecutivo, en este concepto cualquier acto del 
comisariado, en cumplimiento a los acuerdos de la asamblea, sería 
inexistente de pleno derecho, opino, con trario sensu. 

Los actos meramente adnlinistrativos son aquéllos que en la 
praXIS se ventilan ante las distintas instituciones del Ejecutivo 

1Me refiero especialmente a León Duguit, en su tratado de Derecho 
Constitucional. 
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Federal y que no necesi an de una sentencia, sin embargo no 
pierden su validez, como son verbigracia el laudo que emite la 
Procuraduría Agraria, el decreto expropiatorio, cuyo 
procedimiento se tranlita en la Secretaría de la Reforma Agraria. 

Como caso único de procedimiento sutilmente contencioso 
administrativo se aprecia el recurso de inconformidad contra las 
resoluciones del Registro Agrario Nacional que suspendan o 
denieguen el servicio registra!. Así se desprende de los artículos 
44 y 98 del Reglamento Interno del propio Registro. 

En el proceso agrario o estrictamente jurisdiccional se incluyen 
aquéllos que se tramitan .:lnte los tribunales agrarios, trátese del 
Superior, o bien de los unitarios de Distrito. 

CONTEXTO JURÍDICO 

En el artículo 24 de la citada Ley se menciona que para reunirse 
en asamblea deben ser convocados los ejidatarios por los órganos 
de representación interna: comisariado ejidal o por el consejo de 
vigilancia, en ese orden, bien a iniciativa propia o si así lo solicitan 
al menos veinte ejidatarios o el veinte por ciento del total de ellos. 
Si el comisariado o el consejo no lo hicieren en un plazo de cinco 
días hábiles a partir de la solicitud, el mismo número de 
ejidatarios podrá solicitar a la Procuraduría Agraria que 
convoque para celebrar asamblea. 

El número de veinte ejidatarios para solicitar que se convoque a 
la celebración de asamblea, que se expresa en el artículo 24 de la 
Ley Agraria, se interpreta que se refiere a ejidos o comunidades 
con ochenta miembros aproximadamente, ya que en ejidos más 
numerosos, veinte ejidatarios, no implican un factor real de poder 
dentro del núcleo. En los casos de ejidos lllUY pequeños, con 

[1 ~ll 
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veinte o máximo t 'einta ejidatarios, será el 20% quienes soliciten 
la intervención de la Procuraduría Agraria para que convoque 
cuando exista la negativa del comisariado y sucesivamente la del 
consejo de vigilancia. 

Estamos frente a actos administrativo-interno-ejidales de 
consecuencias jurídicas cuya competencia saldría de lo interno 
ejidal para resolverse, ya sea mediante un avenimiento o 
conciliación ante la Procuraduría Agraria, o bien, en el Tribunal 
Unitario Agrario correspondiente, cuando el asunto tome un 
cauce jurisdiccional. 

Por su parte el a--tículo 26 del citado ordenamiento legal prevé 
que para la instalé\ción válida de la asamblea, cuando ésta se 
reúna por virtud de primera convocatoria, deberán estar presentes 
cuando menos la mitad más uno de los ejidatarios, salvo que en 
ella se traten los asuntos señalados en las fracciones de la VII a la 
XN del artículo 23 (L.A*.), en cuyo caso deberán estar presentes 
cuando menos las tres cuartas partes de los ejidatarios al 
celebrarse la asamblea por primera convocatoria, o más del 50% 
en segunda; conocidas estas últimas como asambleas de 
formalidades especiales; a diferencia de las comprendidas en las 
primeras seis fracciones del artículo 23 de la Ley Agraria, que se 
identifican en la praxis como "blandas", es decir sin formalidades 
especiales, o de mayoría simple. 

En el artículo 27 de la Ley Agraria se establece que las 
resoluciones de la asamblea se tomarán válidamente por mayoría 
de votos de los ejidatarios (mayoría simple), y serán obligatorias 
para los ausentes y disidentes. En caso de empate, el presidente 
del comisariado ejidal tendrá voto de calidad -con excepción de 
las asambleas de elección (Art. 37 L.A.). Cuando se trate de uno' 
de los asuntos señalados en las fracciones de la VII a la XN del 

'Ley Agraria. 
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artículo 23, anteriormente mencionadas, se requerirá del voto 
aprobatorio de dos terceras partes de los asistentes a la asamblea, 
es decir las resoluciones se tomarán por mayoría calificada. El 
voto de calidad debe considerarse un acto jurídico administrativo­
interno-ejidal, en tanto que propicia una decisión que puede 
afectar intereses de casi la mitad del total de ejidatarios. 

Finalmente, el artículo 28 de la multicitada Ley especifica que 
en la asamblea que trate los asuntos detallados en las fracciones 
de la VII a la XN del artículo 23 del mismo ordenamiento legal, 
deberá estar presente un representante de la Procuraduría 
Agraria, así como un fedatario público. Al efecto, quien expida la 
convocatoria deberá notificar a la Procuraduría sobre la 
celebración de la asamblea, con la misma anticipación requerida 
para la expedición de aquélla y deberá proveer lo necesario para 
que asista el fedatario público. La Procuraduría verificará que la 
convocatoria que se expida para tratar los asuntos a que se refiere 
este artículo, se hubiese hecho con la anticipación y formalidades 
que señala el artículo 25 de la Ley. Serán nulas las asambleas que 
se reúnan en contravención a lo dispuesto por el artículo 28. 

En las asambleas de formalidades especiales se le dan 
facultades al órgano que convoque para hacer partícipe a la 
Procuraduría Agraria, y ésta a su vez se hará acompañar de un 
fedatario público. Por último la Procuraduría, que representa al 
Estado, es la responsable de lanzar una convocatoria sustituyendo 
a los órganos de representación y consejo de vigilancia, cuando se 
le ha vencido el término de sesenta días al consejo de vigilancia. 
La Procuraduría, sin perder el principio de social para lo que fue 
creada, está siendo parte de un proceso administrativo-interno­
ejidal. La Ley, al referirse al fedatario público, considera en 
principio a un notario público y en segundo término a quien haga 
sus funciones, es decir, en aquellos pequeños municipios o 
poblaciones donde no haya notario público, lo sustituirán el 

11 .~ 
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alcalde segundo judicial, el síndico, el jUE z de paz u otros, según 
lo contemplen las legislaciones locales. 

1. FORMULACIÓN y MODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO INTERNO 

EJIDAL y ESTATUTO COMUNAL (ART. 23, FRAC. 1, L. A.) 

La Ley Agraria le otorga la libertad a la asamblea para que 
elabore y apruebe su reglamento interno ejidal o el estatuto 
comunal, y lo refiere en sus artículos: 10, 14, 23, fracción J, 32, 55, 
62, párrafo segundo, 70 y 74, párrafo segundo, que pueden 
resumirse de la siguiente manera: Los ejidos deben operar de 
acuerdo a su reglamento interno, lllislll0 que una vez aprobado 
por la asamblea debe inscribirse en el Registro Agrario Nacional y 
debe contener las bases para la organización económica y social 
del ejido que se adopten libremente, refiriéndose al respeto que 
merecen sus costumbres, siempre y cuando no se contrapongan 
con la Ley. Asimismo, contemplar los requisitos para admitir 
nuevos ejidatarios así como su separación y las reglas para el 
aprovechamiento de las tierras de uso cOlllún; además, prever las 
comisiones necesarias para el buen funcionamiento del ejido. En 
los lugares donde existen aguajes, por ejemplo, especificar el uso 
equitativo, el usufructo de las parcelas que en principio se 
presume su disfrute en partes iguales por los ejidatarios, salvo que 
la asamblea determine asignarlas en proporciones distintas (Art. 
42 L.A.) Y explicitar la superficie y su calidad; también el uso, 
acceso y conservación, respecto de las tierras de uso común. 

Dadas las bases legales que se contemplan para todo 
reglamento ejidal y estatuto conlunal, condición sine qua nOl1 para 
que el Registro Agrario Nacional efectúe el acto registral en el 
protocolo correspondiente, es necesario aclarar que el ejidatario 
no tiene la preparación suficiente para elaborar un reglamento; 
que se debe ajustar a una Dletodología, a ciertas técnicas de 
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redacción y estilo para que el contenido de cada uno de sus 
artículos no se preste a diversas interpretaciones; durante su 
aprobación deben someterse uno a uno los artículos que lo 
componen a consideración de la asamblea, votándose en lo 
particular, con el adecuado recuento por parte de los escrutadores, 
para su sanción. 

El mismo procedimiento es de contemplarse para el estatuto'. 
comunal, de conformidad con lo previsto en el numeral 107 de la 
propia Ley Agraria. 

2. ACEPTACIÓN y SEPARACIÓN DE EJIDATARIOS (ART. 23, FRAC. 11, 
L.A.) 

•	 En torno a la aceptación y separaClon de ejidatarios la Ley 
Agraria es lacónica. Hace mención en su artículo 23, fracción lI, en 
el contexto de asuntos cuya resolución es competencia de la 
asamblea; por su parte el artículo 10° de la propia Ley expresa que 
el reglamento del ejido debe contener "los requisitos para admitir 
nuevos ejidatarios"; contrario sensu se interpreta que debe incluir 
además los requisitos para separarlos. 

El presente es un rubro importante en la pragnlática ya que 
involucra la vida interna del ejido respecto de aquéllos que lo• constituyen ya su vez forman parte de la asamblea. 

Anteriormente existió el juicio denominado de "privación de 
derechos agrarios y nuevas adjudicaciones" que en su origen 
culminaba con Resolución Presidencial y posteriormente en la 
época sexenal de Miguel de la Madrid Hurtado, pasó a ser 
resuelto por la Comisión Agraria Mipcta -se publicaba en la gaceta 
o periódico del gobierno estatal correspondiente-, respetando la 

, garantía de audiencia, misma que es recomendable retomar al 
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formular los reglanlentos internos ejidales y ser claros en la 
separación de los derechos de un ejidatario, sobre todo cuando el 
propósito es en forma definitiva. 

Los conceptos "aceptación" y "separación" no se asemejan a los 
de privación y adjudicación de derechos agrarios, sin embargo el 
primero es el único que se menciona en la Ley Agraria vigente 
para efectos similares -al menos en la praxis- sin especificar si se 
trata de una "separación" tenlporal o definitiva; ni si la separación 
es únicamente para perder voz y voto en las asambleas, el uso y 
usufructo de la tierra, o respecto del aprovechamiento de tierras 
de uso común. Es recomendable que se considere en los nuevos 
reglamentos internos en cada ejido sin que violen los principios de 
justicia y equidad. 

La decisión de la asalnblea de aceptar a un nuevo ejidatario se 
hará constar en el acta correspondiente y deberá ser inscrita en el 
Registro Agrario Nacional, a efecto de que tal derecho adquirido 
por la persona a la que se le reconoce como ejidatario se 
constituya legalmente y después se le expida el certificado de 
derechos que ampare su calidad, de tal forma que adquiera 
seguridad jurídica. 

En el caso de la separación de ejidatarios, tal calidad se pierde 
en los siguientes casos: por cesión legal de sus derechos 
parcelarios o comunes, por renuncia de sus derechos, por 
prescripción negativa y por resolución o sentencia emitida por 
autoridad competente. Al igual que en el caso anterior se debe 
remitir el acta de asamblea correspondiente al Registro Agrario 
Nacional. 

3. ApORTACIONES (ART. 23, FRAC. 11, L. A.) 
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Por supuesto. que estas aportaciones no se refieren a las de 
tierras, previstas en la fracción IX del mismo artículo 23 y el 75 de 
la Ley Agraria, sino a las aportaciones o cápitas con las que debe 
contribuir cada uno de los ejidatarios o comuneros, según la 
problenlática del núcleo, que generalnlente son pequeñas cuotas 
que se deben pagar nlensualmente, o bien, al no efectuar las tareas 
de carácter común, contribuirán con una tarifa compensatoria; por 
último, por inasistencias a la asamblea se debe pagar una muita, 
que pasará al fondo de la tesorería del ejido. Todas estas 
aportaciones deben ser acordadas previamente por la asamblea. 

4. ELECCIÓN DEL COMISARIADO EJIDAL y DEL CONSEJO DE 

VIGILANCIA (ART. 23, FRAC. lB, L. A.) 

Los miembros del cOluisariado y del consejo de vigilancia, así 
como sus suplentes, serán electos en asamblea. El voto será secreto 
y el escrutinio público e inmediato. En caso de que la votación se 
empate se repetirá ésta y si volviera a empatarse se asignarán los 
puestos por sorteo entre los individuos que hubiesen obtenido el 
mismo número de votos; lo anterior se especifica en el artículo 37 
de la Ley Agraria. 

Este ordenamiento refleja que la asamblea de ejidatarios se 
convierte prácticamente en colegio electoral cuando se celebra la 
asamblea ex profeso para la elección del órgano de representación 
y del consejo de vigilancia, asamblea en la que se vota, se califica 
la elección y se les toma protesta a los nuevos integrantes del 
órgano de representación y del consejo de vigilancia, protesta que 
no se especifica en la Ley Agraria ni en sus Reglamentos y que se 
está haciendo costumbre; en la praxis dicha protesta se realiza 
colocando la normatividad agraria al centro del presídium y los 
electos se forman en semicírculo, de tal suerte que los nuevos 
integrantes del conlisariado ejidal puedan posar su mano derecha 

n 
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sobre dicha normatividad, tanto los tres propietarios como sus 
respectivos suplentes y a continuación se les toma protesta en la 
misma forma a los del consejo de vigilancia, generalmente en los 
siguientes términos: "¿Protestan ustedes cumplir y hacer cumplir 
los principios establecidos en el artículo 27 constitucional, en la 
Ley Agraria y en la normatividad agraria vigente?"; deben 
coritestar al unísono "sí protesto"; en seguida quien les toma la 
protesta, que puede ser el presidente del comisariado saliente o en 
su caso el comisionado de la Procuraduría Agraria o algún otro 
invitado, les expresa: "Si así lo hiciéreis que el pueblo de México 
en lo general y este ejido con sus propias familias en lo particular 
os lo premien y si no, que os lo demanden". Finalmente, los 
asistentes a la asamblea les brindan un aplauso. 

Los integrantes de los comisariados y de los consejos de 
vigilancia durarán en sus funciones tres años. En adelante no 
podrán ser electos para ningún cargo dentro del ejido, sino hasta 
que haya transcurrido un lapso igual a aquél en el que 
estuvieron en ejercicio. Durante la aplicación transitoria de la Ley 
Federal de Reforma Agraria a la Ley Agraria se presentaron casos 
de autoridades ejidales o comunales (órganos de representación y 
del consejo de vigilancia), que duraron en su encargo seis años 
consecutivos. La primera Ley lo permitía cuando las dos terceras 
partes de la Asamblea así lo aprobaban, pudiendo además pasar 
de un cargo a otro dentro del comisariado, lo que originó que 
hubiera líderes que se perpetuaran en el mandato interno por 
muchos años; en realidad este proceso coyuntural, convertido en 
una página reciente de la historia del derecho agrario permitió 
que los propios ejidatarios vetaran a este tipo de protagonistas 
para que no intervinieran en los siguientes seis años dentro del 
comisariado o del consejo de vigilancia, interpretando que "deben 
dejar un lapso igual a aquél en el que fungieron", según se expresa 
en el artículo 39 del citado ordenamiento legal en su primer 
párrafo. 

11 I 
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Si al térmiJ lO· del período para el que haya sido electo el 
comisariado ejidal no se han celebrado elecciones, sus miembros 
propietarios serán automáticamente sustituidos por los suplentes. 
El consejo de vigilancia deberá convocar a elecciones en un plazo 
no mayor de sesenta días, contado a partir de la fecha en que 
concluyan las funciones de los mielnbros propietarios (Art. 39 
L.A.) Aunque no se especifica cuánto tiempo pueden ejercer los 
suplentes, se interpreta que solamente sesenta días, ya que es el 
plazo máximo para que se convoque por los miembros del consejo 
de vigilancia a elecciones de ambos órganos, o bien para que 
convoque la Procuraduría Agraria con la solicitud de 20 
ejidatarios o del 20% de los miembros del ejido o comunidad con 
sus derechos vigentes. 

Me permito desglosar el procedimiento que debe seguirse en 
las delegaciones de la Procuraduría Agraria en cada entidad 
federativa, cuando se presentan este tipo de asuntos: 

1. La Delegación recibe solicitud de veinte 
ejidatarios o del veinte por ciento del total de 
ellos, según el núcleo de que se trate. 

2. Cuando existen varios grupos, cotno sucede en 
la mayoría de los casos -previo acuerdo- se les 
recomienda que cada uno de ellos presente una 
lista por separado, miS111a que debe contener: 
nombre, núlnero de certificado de derecitos 
agrarios, o bien el número de censo básico que les 
haya correspondido según resolución publicada en 
el Diario Oficial de la Federación, o sentencia 
recaída a su favor el1 los casos de juicios agrarios 
ante el Tribunal Unitario Agrario; en los ejidos 
certificados por el PROCEDE, los números de 
certificados correspondientes si se considera 

11 
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necesario,· para qu e queden plenamente 
identificados. 

3. Las listas que presentan los solicitantes se 
cotejan con el padrón que remite la Delegación del 
Registro Agrario Nacional y que obra en archivo, 
para verificar su autenticidad, invitándolos para 
que se respeten los casos de ejidatarios que tengan 
sentencia favorable del Tribunal Unitario 
Agrario, y éstos a su vez deben presentar copia de 
dicha sentencia, incluyéndolos en la lista de 
ejidatarios, o bien se hará en el ejido al pasar 
lista de asistencia durante el ingreso al recinto. 

4. Cada uno de los grupos debe ratificar la 
solicitud ante la Delegación a través de uno o 
varios representantes debidamente acreditados. 

5. Se fija una fecha para celebrar convenio entre 
las partes sugiriéndoles se presente un número 
determinado por cada grupo; en dic110 convenio se 
debe sortear el color de la planilla que llevará 
cada uno de los gnlpos, con el propósito de que 
cuenten con el tietnpo oportuno para hacer 
campaña durante los siguientes días con 
excepción del día de la elección. 

6. Revisión del padrón ejidal que para estos 
efectos se aprovecha como padrót! electoral, con 
distintos objetivos: cotejar los 110tl1bres de los 
fallecidos recientetnente, que los nombres y 
apellidos sean los correctos y todos los que 
conduzcan a la mayor claridad del procedimiento. 
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7. Se especifican los puntos de la convocatoria y 
se establece todo el procedimiento que fija la Ley 
y las cuestiones no previstas que sirvan para el 
buen desarrollo de la elección. 

8. Paralelamente al punto anterior, se solicita a la 
Delegación del Registro Agrario Nacional la lista 
o padrón de ejidatarios o de comuneros 
actualizada, y una vez obtenida se confrontará 
con la que se analizó previanlente y se elaborará 
un padrón extra por índice alfabético, para 
agilizar el ingreso al recinto el día de la 
Asamblea. 

9. Se colocan ejemplares de la primera 
convocatoria por personal de la Procuraduría 
Agraria en los lugares acostumbrados para tal 
efecto en el ejido o en la conlunidad de que se 
trate; se recolnienda tomar fotografías de dicho 
acto, que se agregarán al infonne del 
comisionado, 

10. Los comisionados se hacen acompañar por 
algunos ejidatarios con derechos legallnente 
reconocidos quienes dan fe del acto, fimlando una 
copia de la convocatoria con la anotación de que 
fue colocada en los lugares públicos, miSlna que 
se agrega al expediente de asambleas del ejido; 
algunas veces dada la cotnplejidad del asunto, 
asiste un fedatario público, sin que sea requisito 
legal. 

11. .En la fecha para asistir a asamblea en primera 
convocatoria se tonla lista de asistencia durante 

.~I I1 
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el lapso fijado para ello (de una a tres horas) en el 
ingreso al recinto. 

12. De no integrarse el quórum legal se levanta 
acta de no verificativo, que es tradicional, ya que 
la Ley Agraria no la contempla, solamente el 
Reglamento en materia de Certificación de 
Derechos Ejidales y Titulación de Solares en su 
artículo 11 hace referencia a una constancia; sin 
embargo, no es el caso que nos ocupa. 

13. Se lanza de inmediato la segunda 
convocatoria (Art 25 L.A.); para la interpretación 
de dicha inmediatez, se aplican supletoriamente 
(Art. 20 L.A.) al Derecho Agrario los artículos 129 
del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal y 303 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, los que indican que los 
ténninos empezarán a correr al día siguiente a 
aquél en que se hubiere hecho el emplazamiento o 
la notificación. Visto lo anterior, esta segunda 
convocatoria deberá lanzarse dentro de las 24 
horas siguientes al acta o constancia de no 
verificativo para celebrar asamblea con no menos 
de ocho días ni más de treinta (Art. 25 in fine 
L.A.) 

14. Para expedir la segunda convocatoria se sigue 
el mismo procedimiento que en el referido punto 7. 

15. El día de la asamblea el personal de la 
Procuraduría Agraria, previo apoyo de logística, 
se distribuye en mesas al ingreso del auditorio 
para pasar lista de asistencia; cada mesa con un 
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promedio de cien a doscientos enlistados, según el 
número total de ejidatarios dividido en partes 
iguales, colocando anuncios con el índice 
alfabético de apellidos, para lo cual se cuenta con 
dos padrones, el rettlitido por el Registro Agrario 
Nacional y el que se elabora, con base en éste, por 
la delegación o residencia de la Procuraduría 
Agraria en orden alfabético. Se coloca un 
engomado a cada ejidatario identificado para que 
ingrese al recinto y posteriormente dicho 
engomado se canjea por la boleta de elector. 

16. Es necesario hacer notar lo previsto en el 
artículo 30 de la Ley Agraria, respecto de los 
mandatarios, de algún titular, que pueden 
ingresar con carta poder suscrita ante dos testigos 
que sean ejidatarios o avecindados, para que 
representen al poderdante en la asamblea; 
generaltnente se expide por un ejidatario titular, 
que no pueda asistir por motivos de salud o por 
edad avanzada. Dicha carta se agrega al 
expediente de elección (cuestiones que deben 
contemplarse en el reglamento interno ejidal o en 
el estatuto comunal). 

17. Según los puntos de la convocatoria se 
desarrolla el orden del día, en primer ténnino con 
la lista de asistencia; designación de escrutadores 
por la asatnblea que generalmente es uno por cada 
una de las planillas registradas, de preferencia 
que no sea mientbro de alguna de ellas y uno más 
por la Procuraduría Agraria (cuando asista), 
quienes bajo protesta de conducirse con probidad, 
tienen la obligación de contar las boletas, 
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previamente tiseiiadas y elaboradas por la 
Procuraduría Agraria, con los colores registrados 
y dos o tres círculos, previendo que durante el 
desarrollo de la asamblea se registren mayor 
número de planillas a las contempladas, en el 
lapso que se concede para ello. Las boletas que no 
se usen se inutilizan con dos rayas diagonales. Al 
final el escrutador de la Procuraduría Agraria 
dará a conocer públicamente uno por uno los 
votos y se irán entregando al escrutador de cada 
planilla según su color, separando los anulados; 
al término de la elección, el escrutador de la 
Procuraduría Agraria, dará a conocer 
públicamente uno por uno los votos y hará 
entrega al escrutador de cada planilla según el 
color que les corresponda, separando los 
anulados. Al terminar, cada escrutador dará a 
conocer el núlnero de votos que tiene en sus 
manos, mismos que se turnan en paquete al final 
a los otros escrutadores para el recuento, quienes 
dan fe, debiendo coincidir el total de votos con el 
número de ejidatarios enlistados durante el 
ingreso al recinto, haciendo hincapié -en su caso­
de las abstenciones y de los votos anulados por el 
mal señalamiento en el círculo, o bien por marcar 
varios círculos o ninguno. 

18. La Procuraduría Agraria, en apoyo, puede 
levantar el acta de asamblea, misma en la que 
debe quedar asentado que la propia asalnblea 
solicita sea registrada con intervención de esta 
Institución ante el Registro Agrario Nacional en 
el protocolo correspondiente. 
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19. Una. vez registrada el acta en el Reg :stro 
Agrario Nacional, se solicita constancia para 
hacerla del conocimiento de las diversas 
instituciones que tienen injerencia en el agro en la 
entidad de que se trate; y 

20. El Registro Agrario Nacional por su parte les 
expide credencial a cada uno de los Nlienlbros del 
C0111isariado Ejidal y del Consejo de Vigilancia. 

5. INFORMES (ART. 23, FRAC. 111, L. A.) 

Una obligación de los representantes y del consejo de vigilancia 
\ 

que se debe cumplir periódicamente en los núcleos ejidales o 
comunales, por pequeños que éstos sean, es la de rendir informe. 
Habrá uno o más de los ejidatarios o comuneros en su caso, que 
estén inconformes con el desarrollo de las actividades del 
comisariado ejidal o del consejo de vigilancia, generalmente 
debido a la falta de información, y exigen un informe detallado de 
todo el manejo de fondos, que ciertamente en algunos núcleos 
asciende a cantidades considerables. 

6. REMOCIÓN DE MIEMBROS DEL COMISARIADO EJIDAL y 

CONSEJO DE VIGILANCIA (ART. 23, FRAC. 111) 
DEL 

La remOClon de los miembros del comisariado ejidal y del 
consejo de vigilancia podrá ser acordada por voto secreto en 
cualquier momento por la asamblea que al efecto se reúna, o que 
sea convocada por la Procutaduría Agraria a partir de la solicitud 
de por lo lllenos el veinticinco por ciento de los ejidatarios del 
núcleo; coinciden en el marco jurídico para la remoción, los 

I I1 
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artículos 40, del 24 al 28, 31 y otros de la Ley Agraria. Respecto del 
efecto jurídico es de considerarse la adecuada notificación a la 
asamblea, en los puntos de la convocatoria, de otra suerte no se 
reuniría el requisito del efecto. 

En la solicitud que presentan los ejidatarios para la remoción, 
se requiere el nOlnbre, firma o huella, número de certificado, en su 
caso, o bien el del censo según publicación en el Diario Oficial de 
la Federación que los haya dotado; asimismo en cada hoja que se 
anexe con estos datos se debe especificar en el encabezado el 
objetivo de la solicitud; de tal suerte que se confrontan por 
personal de la Procuraduría Agraria, los nombres de la lista 
presentada con el padrón actualizado que haya remitido el 
Registro Agrario Nacional, y con la copia de una identificación 
personal con firma y fotografía (credencial de elector), de lo 
contrario lejos de convocar a la celebración de asamblea para la 
remoción de uno o la totalidad de los mierrLbros del comisariado 
ejidal o del consejo de vigilancia resultará inútil y será a posteriari 
motivo de impugnación. 

Independientemente del procedimiento anterior, el 
comisariado ejidal puede convocar para la remoción del consejo 
de vigilancia o viceversa, cuando existan motivos para ello, según 
se interpreta en el artículo 40 de la Ley Agraria. 

7. CUENTAS O BALANCES DE LOS RECURSOS ECONÓMICOS DEL 

EJIDO (ART. 23, FRAC. IV, L. A.) 

Las cuentas o balances a las que se refiere la fracción N del 
artículo 23 de la Ley Agraria son responsabilidad principal del 
tesorero del comisariado ejidal; sin embargo, de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 32 in fine, los tres miembros del comisariado 
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deben funcionar conjuntamente, si nada dispone el reglamento 
interno ejidal o el estatuto comunal. 

Las peticiones de auditoría más frecuentes que se presentan por 
parte de los ejidos y comunidades son las siguientes: 

a) Durante la administración de los órganos de representación, 
•• para conocer los recursos económicos del núcleo de población; 

b) Por la omisión o negativa del comisariado ejidal o de bienes 
comunales de informar del manejo de los recursos económicos del 
ejido o la comunidad por lo menos cada seis meses; y 

'. 

c) Al término de la gestión de los integrantes del comisariado 
ejidal, momento político interno en el que aprovecha la asamblea 
para la acusación verbal de malversación de fondos por parte de 
los salientes. 

Generalmente los promoventes carecen de pruebas 
documentales para formalizar la denuncia; sin embargo las que se 
presenten deben ser analizadas en la Procuraduría Agraria, 
misma que tratará de conciliar a las partes para dirimir la 
controversia sobre el manejo de los fondos. De lo contrario se 
convocará a una asamblea, donde lo más factible es que se 
apruebe la práctica de una auditoría; de no convocar el 
comisariado ejidal o el consejo de vigilancia, lo hará la 

: . 
Procuraduría Agraria de conformidad con lo previsto en el 
artículo 24 de la Ley de la materia. 

A diferencia de la práctica con la Ley Federal de Reforma 
Agraria que preveía las auditorías por personal de la Secretaría de 
la Reforma Agraria, en la actualidad los gastos o la erogación para 
llevarlas a efecto serán cubiertos por el propio ejido o comunidad 
y deben hacerse por auditores externos. 

• 
l' 
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La Ley P graria. señala en el artículo 36, fracción II, que es 
facultad y obligación del consejo de vigilancia revisar las cuentas 
y operaciones del comisariado a fin de darlas a conocer a la 
asamblea y denunciar ante ésta las irregularidades en que haya 
incurrido dicho órgano. 

De resultar irregularidades después de aplicada la auditoría: 
falta de registro de algunos egresos, conlprobantes, ineficiencia en 
el manejo, etc., se dará oportunidad a los auditados para que 
superen y justifiquen dichas irregularidades; en todo caso si 
existen faltantes se les concederá un plazo que acuerde la 
asamblea para su debida reintegración. 

Por otra parte, en caso de comprobarse documentalmente la 
malversación de recursos en agravio del núcleo de población por 
parte del órgano de representación o de los salientes como es más 
factible, pueden asesorarse de la Procuraduría Agraria para la 
elaboración de la denuncia correspondiente de acuerdo con las 
atribuciones previstas en el artículo 136, que en su fracción X 
expresa: "Denunciar ante el Ministerio Público o ante las 
autoridades correspondientes, los hechos que lleguen a su 
conocimiento y que puedan ser constitutivos de delito o que 
puedan constituir infracciones o faltas administrativas en la 
materia, así como atender las denuncias sobre las irregularidades 
en que, en su caso, incurra el comisariado ejidal y que le deberá 
presentar el comité de vigilancia". La Ley no especifica que la 
Procuraduría Agraria tenga que llevar el proceso penal 
correspondiente -simplemente hacer la denuncia- siendo éste el 
único numeral que relaciona en forma directa al Derecho Agrario 
con el Derecho Penal (Art. 50, Frac. X, RIPA*) 

*Reglamento Interior de la Procuraduría Agraria, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación del 28 de diciembre de 1996. 
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8. OTORGAMIENTo DE PODERES y MANDATJS (ART. 23, FRAC. IV, 
L.A.) 

La asamblea tiene atribuciones para nombrar mandatarios, que 
a diferencia del comisario (Art. 75 L.A.) deben tener funciones 
específicas no de apoderado general del núcleo. En ejidos con 
problemática donde no llegan a un acuerdo para la elección de 
comisariado ejidal y consejo de vigilancia, prefieren nombrar 
mandatarios, o bien, un apoderado del núcleo para el trámite de 
algún asunto específico, o de todos los asuntos en trámite 
pendientes ante las diversas autoridades; ninguna de estas figuras 
tiene capacidad para convocar a la celebraciún de asamblea, por lo 
que tendrá que hacerse con los requisitos de ley a través de la 
Procuraduría Agraria. 

9. APROBACIÓN DE LOS CONTRATOS O CONVENIOS QUE TENGAN 

POR OBJETO EL USO O DISFRUTE POR TERCEROS DE LAS TIERRAS DE 

USO COMÚN (ART. 23, FRAC. V, L. A.) 

En este tipo de convenios o contratos es necesaria la 
participación de la Procuraduría Agraria para supervisar su 
elaboración, no obstante que la presencia de personal de esta 
Institución no es necesaria en la asamblea de ejidatarios (por ser 
de mayoría simple) y asimisnlo no será parte en el convenio, 
conforme a las atribuciones previstas en el artículo 136 en sus 
fracciones J, 11 YV de la Ley Agraria. 

10. DISTRIBUCIÓN DE GANANCIAS QUE ARROJEN LAS ACTIVIDADES 

DEL EJIDO (ART. 23, FRAC. VI, L. A.) 

I -~ 

11 
I 



78 

il 

tI. 

RESOLUCIONES DE LA As \MBLEA 

Conforme a las gestiones de deudas, o bien beneficios ]>ara el 
núcleo que hayan hecho los representantes ejidales, se reunirá la 
asamblea con ·los requisitos de ley para recibir las ganancias en 
forma equitativa. Se pueden presentar dificultades en estas 
asambleas, principalmente en los casos de titulares fallecidos, por 
lo que la propia asamblea debe abstenerse de definir a quién se le 
otorga el beneficio a diferencia de la práctica anterior (con la Ley 
Federal de Reforma Agraria), ya que se debe resolver en 
principio, según constancia del Registro Agrario Nacional, sobre 
la sucesión que haya dejado el titular occiso, y de existir conflicto 
con terceros, se ventilará mediante convenio conciliatorio ante la 
Procuraduría Agraria llevado al Tribunal Unitario Agrario para 
que se eleve a sentencia. 

11. RECONOCIMIENTO DE AVECINDADOS (ART. 13, L. A.) 

A diferencia del reconocimiento de posesionarios de tierras, 
que se explicará en el punto 14 y que corresponde a las asarrLbleas 
de formalidades especiales, los avecindados pueden ser 
reconocidos en una asamblea "blanda" o de mayoría simple y se 
trata de aquellos mexicanos que radican en la zona urbana por 
más de un año para que pueda darse la causal de reconocimiento 
por la asamblea, conforme lo establece el artículo 13 de la Ley 
Agraria que a la letra dice: "Los avecindados del ejido, para los 
efectos de esta Ley, son aquellos mexicanos mayores de edad que 
han residido por un año o más en las tierras del núcleo de 
población ejidal y que han sido reconocidos como tales por la 
asamblea ejidal o el Tribunal Agrario competente. Los 
avecindados gozan de los derechos que esta Ley les confiere". Por 
desconocimiento de la Ley Agraria los avecindados en muy pocos 
casos han ocurrido a los Tribunales Agrarios para efectuar este 
proceso. 
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12. JUNTA DE POBLADORES (ARTS. 41 y 42 DE LA L. A.) 

Respecto del Reglamento de la Junta de Pobladores, es similar a 
la organización y funcionalidad de la Junta de Vecinos en el 
Distrito Federal. No obstante que no es materia del presente 
artículo es menester mencionar que se prevé en los artículos 41 y 

•	 42 de la Ley Agraria, además de los ya mencionados respecto de 
los requisitos para que la asamblea tenga validez. 

Podrá integrarse la Junta de Pobladores con ejidatarios y 
avecindados y tiene por objeto hacer propuestas sobre cuestiones 
del poblado, servicios públicos y trabajos comunitarios del 
asentamiento humano. 

•	 ASAMBLEAS DE FORMALIDADES ESPECIALES 

Cuando se reúna por virtud de segunda o ulterior convocatoria, 
la asamblea se celebrará válidamente cualquiera que sea el 
número de ejidatarios que concurran, excepto en el caso de la 
asamblea que conozca de los asuntos señalados en las fracciones 
de la VII a la XIV del mencionado artículo 23; en este caso, 
quedará instalada únicamente cuando se reúna la mitad más uno 
de los ejidatarios. A este tipo de asambleas el ejidatario debe•	 asistir personalmente, no pudiendo enviar mandatario en su 
lugar. A continuación me permito citar sucintamente las 
fracciones antes señaladas para después desglosarlas en cada uno 
de los procedimientos: 

VII. "Señalamiento y delimitación de las áreas necesarias para el 
asentamiento humano, fundo legal y parcelas con destino 
específico; 

•
 

n 
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v: II. Reconocimiento del parcelamiento económico o de hecho y 
regularización de tenencia de posesionarios. El reconocimiento de 
posesionarios por la asamblea en esta fracción se complementa 
con el artículo 57 en su fracción 1 de la propia Ley Agraria; 

IX. Adopción del dominio pleno sobre sus parcelas y aportación 
de las tierras de uso común a una sociedad; 

X. Delimitación, asignación y destino de las tierras de uso común, 
así como su régimen de explotación. Esta fracción tiene relación 
con los artículos 56, principalmente en su fracción III y 57 de la 
Ley Agraria; 

XI. División y fusión de ejidos; 

XII. Terminación del régimen ejidal; 

XIII. Conversión del régimen ejidal al reglmen comunal. 
Curiosamente contrario sensu, es decir "del réginlen comunal al 
ejidal" se prevé en el artículo 104 de la propia Ley y no en el 
artículo 23 que nos ocupa; y 

XIV. Se refiere a la instauración, modificación y cancelación del 
régimen de explotación colectiva. 

13. SEÑALAMIENTO y DELIMITACIÓN DE' LAS ÁREAS NECESARIAS 

PARA EL ASENTAMIENTO HUMANO (ART. 23, FRAC. VII, L. A.) 

De confornlidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 
Agraria, las tierras destinadas por la asamblea al asentamiento 
hunlano, constituyen el patrimonio irreductible del núcleo de 
población ejidal, están fornladas por la zona de urbanización y el 
fundo legal del ejido. 



81 
t • 

•
 

t 

, .
 

•
 

REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 

En atención a,lo dispuesto por los articulos 64 y 107 de la citada 
Ley, el acto o contrato que tenga por objeto transmitir el dominio 
de las tierras ejidales o comunales destinadas al asentamiento 
humano, es nulo de pleno derecho, esto es, no produce ningún 
efecto jurídico y como consecuencia su nulidad es inmediata 
desde la realización misma del acto o contrato prohibido. En este 
caso la Ley se refiere a aquella reserva para el crecimiento natural 
de los poblados, cuyo ilícito citado deberá tramitarse ante los 
tribunales agrarios; cabe hacer mención, conforme a lo establecido 
en el artículo 68 de la Ley que nos ocupa, que los solares de la 
zona de urbanización del ejido son propiedad plena de sus 
titulares: en este contexto cualquier contrato de compraventa que 
se efectúe puede considerarse legé 1. 

El artículo 65 de la citada Ley señala que cuando el poblado 
ejidal está asentado en tierras ejidales, la asamblea podrá resolver 
que se delimite la zona de urbanización en la forma que resulte 
más conveniente, respetando la normatividad aplicable y los 
derechos parcelarios. Igualmente, la asamblea podrá resolver que 
se delimite la reserva del crecimiento del poblado, más conocida 
como fundo legal, conforme a las leyes de la materia. 

El artículo 68 de la Ley Agraria además de lo mencionado 
anteriormente, se refiere a que todo ejidatario tendrá derecho a 
recibir gratuitamente un solar al constituirse el ejido -cuando ello 
sea posible- dentro de la zona de urbanización determinando su 
extensión por acuerdo de asamblea, con la participación del 
municipio correspondiente, de conformidad con las leyes 
aplicables en materia de fraccionamientos y atendiendo a las 
características, usos y costumbres de cada región. 

La asamblea hará la asignación de solares a los ejidatarios, 
entregando en forma equitativa la superficie asignada a cada uno 
de ellos: para dicha asignación se requiere la presencia de un 
representante de la Procuraduría Agraria y de acuerdo con los 

I II 
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solares que resulten del plano aprobado por la mi ima asamblea se 
inscribirán en el Registro Agrario Nacional, mismo que expedirá 
los títulos a los beneficiados. 

Una vez satisfechas las necesidades de los ejidatarios, los 
solares excedentes podrán ser arrendados o enajenados por el 
núcleo de población ejidal a personas que deseen avecindarse. 

Cuando se trate de ejidos en los que ya esté constituida la zona 
de urbanización y los solares ya hubieren sido asignados, los 
títulos se expedirán en favor de sus legítimos poseedores. 

En estos dos numerales se entiende, en el 65, ql{e existe un acto 
administrativo- interno-ejidal al resolver la asamblea la 
delimitación de la zona de urbanización así como la reserva para 
su futuro crecimiento, y en el 68, en su primer párrafo, dicha 
asamblea tiene atribuciones para determinar la extensión del solar 
urbano y en su segundo párrafo la propia asamblea asigna el solar 
a cada ejidatario, y no obstante que para tal efecto es necesaria la 
presencia de un representante de la Procuraduría Agraria, ésta no 
tiene atribuciones ni la propia Institución para intervenir sobre la 
decisión de la asamblea o inducirla por lo que se trata de un acto 
administrativo-interno-ejidal. 

Respecto de la delimitación de la zona de urbanización, se 
concluye que existen tres actos administrativo-interno-ejidales. 

Las fracciones en las cuales se insiste en el artículo 26, párrafo 
primero, respecto del 23 de la Ley Agraria, se refieren: la VII al 
"señalamiento y delimitación de las áreas necesarias para el 
asentamiento humano", es decir, la zona de urbanización y el 
"fundo legal", espacio que se debe dejar como reserva para el 
crecimiento futuro de la población, máxime si se trata de ejidos 
que están muy avecindados a centros urbanos con una tasa de 
crecimiento considerable. Al dotar "parcelas con destino 
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específico", se puede tratar de: la unidad agrícola industrial para 
la mujer; de la parcela para la juventud, o bien de la parcela 
escolar, la primera en instituirse. 

'. 
14. DEL FUNDO LEGAL y PARCELAS CON DESTINO ESPECíFICO (ART. 

23, FRAC. VII, L. A.) 

Se entiende por fundo legal toda aquella extensión de tierras 
que se destina a los pueblos para que se funden y edifiquen. Sus 
antecedentes históricos se remontan a la época de la colonia 
española, cuando se les clasificó en: "el ejido", "los propios", "los 
bienes de conlún repartimiento" y "el fundo legal". 

El concepto de fundo legal se pierde en el México 
independiente y reaparece en la prinlera Ley de Tierras decretada• 
el 26 de marzo de 1894, en su artículo 67; posteriormente en la 
primera Ley Agraria surgida en la Revolución Mexicana, del 6 de 
enero de 1915, se estableció el respeto a los fundos legales. Años 
después, los Códigos Agrarios de 1934, 1940 Y 1942, regularon el 
fundo legal, estableciendo que si un poblado carece del mismo y 
de zona de urbanización y se asienta en terrenos ejidales, debía 
dictarse resolución presidencial para que los terrenos ocupados 
por el caserío quedaran legalmente designados a zonas de 
urbanización. 

• • 
La Ley Federal de Reforma Agraria de 1971 conservaba las 

disposiciones de los Códigos de 1934 y 1940 sobre la formación de 
zonas urbanas ejidales, que como procedimiento más ágil sustituía 
con ventaja la creación de fundos legales. En el ámbito federal, la 
normatividad agraria contemplaba tanto la necesidad de 
constituir el fundo legal como la forma de hacerlo; lo anterior 
estaba plasmado en los procedimientos para la creación de ejidos 
y nuevos centros de población, así como en las formas para 

I D
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establecer el fundo legal o ampliarlo en zonas destinadas a casas 
habitación y demás servicios. 

La Ley Agraria vigente en su artículo 63 establece al respecto: 
"Las tierras destinadas al asentamiento humano integran el área 
necesaria para el desarrollo de la vida comunitaria del ejido, que 
está compuesta por los terrenos en que se ubique la zona de 
urbanización y su fundo legaL.". Asimismo el artículo 64 del 
mismo ordenamiento señala que: "Las tierras destinadas por la 
Asatnblea al asentamiento humano conforman el área irreductible 
del ejido y son inalienables, imprescriptibles e inembargables... 
Cualquier acto que tenga por objeto enajenar, prescribir o 
embargar dichas tierras será nulo de pleno derecho....", excepción 
hecha de los municipios para crear servicios públicos. La 
evolución del derecho positivo agrario ha permitido que la 
resolución presidencial venga a ser sustituida por un acto de la 
asamblea, máximo órgano interno ejidal, quien resuelve sobre la 
zona de urbanización. 

En especial la Procuraduría Agraria debe vigilar la protección 
al fundo legal del ejido, además de las autoridades estatales y 
municipales. Se debe considerar igualmente que el Reglamento de 
la Ley Agraria en Materia de Certificación de Derechos Agrarios y 
Titulación de Solares2, le da a la asamblea la facultad de proteger 
el fundo legal. Asimismo le otorga facultades a la asamblea para 
crear la zona de crecimiento, ampliar la zona de urbanización, 
asignar solares y delimitar las tierras ejidales ocupadas por el 
poblado ejidal como zona de urbanización. 

Es necesario agregar que en las zonas urbanas ejidales vecinas a 
las ciudades, intervienen la Secretaría de Desarrollo Social y el 
municipio, en tanto se cumple con el plan de desarrollo 
municipal. 

20iario Oficial de la Federación del6 de enero de 1993. Artículo 47, Fracción ]1. 



85 t, , 

i,
 

•
 

I • 

•
 

REVISTA DE LOS TRIBUNALES A :::;RARIOS 

15. RECONOCIMIENTO D SL PARCELAMIENTO ECONÓMICO (ART. 23, 
FRAC. VIII, L. A.) 

Para reconocer el parcelamiento económico se requiere 
convocar a la celebración de asamblea de ejidatarios. Dicho 
reconocimiento se refiere a la superficie que generalmente cada 
ejidatario ha tenido en posesión desde el origen del ejido, ya que 
conforme a las legislaciones anteriores, por acuerdo de asarrLblea, 
el comisariado efectuaba la distribución de las parcelas; según el 
Código Agrario de 1942, en su artículo 43, fracción IV, "Vigilar los 
parcelamientos ejidales" y en la fracción IX, ltCumplir y hacer 
cumplir los acuerdos q'le dicten las autoridades agrarias y las 
asambleas generales"3. Con la Ley Federal de Reforma Agraria en 
su artículo 47, fracción X, "Acordar, con sujeción a esta Ley, la 
asignación individual de las unidades de dotación y solares, 
conforme a las reglas establecidas en el artículo 72"; a su vez este 
artículo expresaba un orden de preferencias y de exclusiones. 

En la actualidad, con la aplicación de la Ley Agraria vigente, se 
transforma este procedimiento administrativo-interno-ejidal y se 
inicia un otro para reconocer a aquellos ejidatarios que poseen 
desde su origen una unidad de dotación, es decir, se están 
reconociendo los parcelamientos de los ejidos en el mosaico 
nacional, por medio del Programa de Certificación de Derechos 
Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE), de tal suerte 
que el primer Reglamento de la Ley Agrar~a se concretó a la 
lnateria de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de 
Solares4• 

3Código Agrario, 31 de diciembre de 1942, publicado en el Diario Oficial de la
 
Federación el 27 de abril de 1943.
 
4PROCEDE, Decreto expedido el 5 de enero de 1993, publicado en el Diario
 
Oficial de la Federación del 6 de enero del mismo al1.o .
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El artículo 3° de· dicho Reglamento a la letra dice: "Son tierras 
formalmente parceladas aquéllas que han sido asignadas 
individualmente a los ejidatarios mediante: 

1	 Resolución agraria administrativa; 

II	 Resolución jurisdiccional, o 

III	 Resolución de la asamblea, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 56 de la Ley. 

Las demás tierras ejidales, independientemente del régimen de 
explotación a que estén sometidas, sientpre que no se trate de 
tierras donde se ubique el poblado ejidal o que hayan sido 
expresamente destinadas por la asamblea al asentamiento 
humano, se considerarán tierras no fornlalmente parceladas. El 
parcelamiento que exista en estas tierras, tendrá el carácter 
económico o de hecho. 

Por su parte, el artículo 56 de la Ley Agraria a la letra dice: "La 
asarrl blea de cada ejido, con las formalidades previstas a tal efecto 
en los artículos 24 a 28 y 31 de esta Ley, podrá determinar el 
destino de las tierras que no estén formalmente parceladas, 
efectuar el parcelamiento de éstas, reconocer el parcelamiento 
económico o de hecho o regularizar la tenencia de los 
posesionaríos o de quienes carezcan de los certificados 
correspondientes". 

El PROCEDE constituye la praxis de esta formalidad del 
derecho agrario actual que permite darle seguridad en la tenencia 
de la tierra al ejidatario y al avecindado, principalmente. 

16. REGULARIZACIÓN DE TENENCIA DE POSESIONARlOS (ART. 23, 
FRAC. VIII) 



p 

" , REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS	 87 

El posesionario es aquél que con anterioridad a su 
reconocimiento por la asamblea, posee una superficie de tierra de 
cultivo en forma quieta, pacífica y sin perjuicio de terceros. No es 
lo mismo que el avecindado (tratado en el punto 11 del presente 
estudio) que posee un lote donde radica en la zona urbana ejidal. 

Las	 actividades propias de los ejidatarios en el núcleo ejidal,
•	 tradicionalmente el cultivo de la tierra, permiten que personas que 

no tienen un modo de vivir constante o firme que les proporcione 
ingresos, principalmente los jornaleros, se acerquen a sus 
familiares que son titulares de un derecho con la súplica de 
trabajar un terreno que debe estar en abandono; no es el caso de 
un aparcero -o sea quien trabaja la tierra mediante convenio o 
contrato bajo determinada participación con el dueño de la 
misnla-, nunca tendrá la oportunidad de ser posesionario; además 
debe observar una conducta ad hoc dentro de los usos y

•	 costumbres de los pobladores del núcleo. El posesionario "de 
hecho" no tiene derechos ni obligaciones frente a la asamblea, en 
cambio el que sea reconocido, es decir el "de derecho", deberá 
aceptar aquéllos que se le impongan. 

Para que los ejidatarios acepten y reconozcan a un 
posesionario, se requiere: 

a)	 Que los requisitos para aceptación y reconocimiento 
esténprevistos en el reglamento interno ejidal o en el 

I • 

estatuto comunal; 

b)	 Convocatoria emitida por el comisariado ejidal con no 
menos de treinta días de anticipación; 

c)	 Que se especifique como uno de los puntos a tratar el 
nombre o nombres de los posesionarios a reconocer; 

•
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d)	 Que se reúnan las tres cuartas partes del total (~e 

ejidatarios para constituir la asamblea; 

e)	 Debe estar presente personal comisionado por la 
Procuraduría Agraria; 

f)	 Debe hacerse en presencia de un fedatario público; 

g)	 Celebrar la asamblea en el lugar habitual; 

h)	 El interesado debe entregar previamente al 
comisariado plano o al menos croquis del predio o 
predios que posea; 

i)	 La posesión no debe exceder de la superficie media 
que tengan los ejídatarios como unidad de dotación; y 

j)	 Se especificará que sólo tendrán el uso y disfrute sobre 
la parcela de que se trate, sín tener todos los derechos 
de un ejidatari05, la antigüedad y los demás que fije la 
Asamblea. 

k)	 El objetivo del uso de la unidad reconocida al 
posesionaría, debe ser similar al del resto de las 
unidades del núcleo. 

Una vez acordado por la asamblea, el fedatario público remitirá 
al Registro Agrario Nacional un testimonio del acta de fe de 
hechos que corresponda a la asamblea celebrada con este motivo, 
si así se solicita durante el desahogo de los puntos previstos en la 
convocatoria, o bien a través de la Procuraduría Agraria y puede 
ser también el propio comisariado, para que el posesionario quede 

5Véanse artículos 34, 37 Y 40 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de 
Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares. 
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legahnente ins( rito en dicha Institución, anexando copia del plano 
o croquis mencionado anteriormente. 

La asamblea que se celebre con motivo del reconocimiento de 
posesionarías está incluida en la fracción VIII del artículo 23; es 
necesaria la presencia de un representante de la Procuraduría 
Agraria y de un fedatario público para que el acto tenga validez; 
se trata sólo de una condición sine qua non, ya que la decisión se 
toma por la asamblea, por 10 que se trata de un procedimiento 
administrativo-interno-ejidal. La intervención del Registro 
Agrario Nacional es estrictanlente registral y declarativa, mas no 
constitutiva de derechos. 

A partir del 7..7 de febrero de 1997, a cinco años de vigencia de 
la Ley Agraria, los tribunales agrarios podrán iniciar los 
procedimientos para reconocer a aquellos posesionarías de buena 
fe que así 10 demuestren (Art. 48 L.A.), sustituyendo la atribución 
de la asamblea. 

17. AUTORIZACIÓN A LOS EJIDATARIOS PARA QUE ADOPTEN EL 

DOMINIO PLENO SOBRE SUS PARCELAS (ART. 23, FRAC. IX, L. A.) 

Con base en el artículo 82 de la Ley Agraria, una vez que la 
asamblea hubiere adoptado la resolución prevista en el artículo 81 
de la propia Ley, cuando la lnayor parte de las parcelas del ejido 
hayan sido delimitadas y asignadas a los ejidatarios en los 
términos de su artículo 56, la propia asamblea con las 
formalidades que contemplan los numerales del 24 al 28 y 31 del 
ordenamiento jurídico citado, podrá resolver que los ejidatarios 
interesados deternlinarán, en el nlomento que lo estimen 
pertinente, asunlir el dominio pleno sobre sus parcelas, en cuyo 
caso solicitarán al Registro Agrario Nacional que las tierras de que 
se trate sean dadas de baja de dicho Registro, el cual expedirá el 

T
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título (e propiedad respectivo, que será inscrito además en el 
Registro Público de la Propiedad de la localidad. A partir de la 
cancelación de la inscripción en el Registro Agrario Nacional, las 
tierras dejarán de ser ejidales y quedarán sujetas a las 
disposiciones del derecho común. 

La adopción del dominio pleno sobre las parcelas ejidales no 
implica cambio alguno en la naturaleza jurídica de las denlás 
tierras ejidales, ni significa que se altere el régimen legal, 
estatutario o de organización del ejido. 

El artículo 23, fracción IX, que a la letra dice: "Autorización a 
los ejidatarios para que adopten el dominio pleno sobre sus 
parcelas y la aportación de las tierras de uso común a una 
sociedad, en los términos del artículo 75 de esta ley", se relaciona 
con lo establecido en los numerales del 81 al 84 y el 86 de la Ley 
Agraria. 

Debido a la falta de claridad procedimental para una decisión 
tan delicada se optó por establecer el Reglamento de la Ley 
Agraria en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y 
Titulación de Solares, antes mencionado. Este es un programa 
específico que continúa operando conforme al programa sectorial 
agrario 1995-20006• 

18. ApORTACIÓN DE TIERRAS DE USO COMÚN A UNA SOCIEDAD 

(ART. 23, FRAC. IX, L. A.) 

De acuerdo al artículo 75 de la Ley Agraria, en los casos de 
manifiesta utilidad para el núcleo de población ejidal, éste podrá 

6Véase Diario Oficial de la Federación de fecha 10 de enero de 1996. Punto 5 
"Ordenamiento y Regulación de la Propiedad Rural". Párrafoprimero in fine. 
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transmitir el dominio de tierras de uso COll1Ún a sociedades 
mercantiles o civiles en las que participen el ejido o los ejidatarios. 

En su fracción I el Estado a través de la Ley otorga todo el 
poder a la asarrLblea, llláximo órgano interno ejidal para que 
resuelva sobre la aportación de sus tierras. Acto meramente 
administrativo-interno-ejidal. 

Por su parte en la II fracción, se le atribuyen facultades a la 
Procuraduría Agraria para opinar sobre los proyectos de 
desarrollo y de escritura social que habrán de realizarse sobre la 
tierra aportada, lo que se lleva a efecto a través de la Dirección 
General de Organización y Apoyo Social Agrario. Acto diverso 
del anterior, es decir ejecutado por el propio Estado y por lo tanto 
administrativo stricto sensu. 

En la III fracción, la asamblea tiene la facultad de resolver la 
aportación de tierras a la sociedad determinando si las acciones o 
partes sociales de la sociedad corresponden al núcleo de 
población ejidal o a los ejidatarios individualmente considerados, 
de acuerdo con la proporción que les corresponda según sus 
derechos sobre las tierras aportadas; sin embargo esta facultad 
rebasa sus atribuciones ya que debe ser conforme a los acuerdos 
que tome el comisario con la empresa que haga la inversión. Acto 
administrativo más no puramente interno-ejidal. 

El valor de suscripción de las acciones o partes sociales que 
correspondan al ejido o a los ejidatarios por la aportación de sus 
tierras, deberá ser cuando menos igual al precio de referencia que 
establezca la Comisión de Avalúos de Bienes Nacionales (CABIN) 
o cualquier institución de crédito. Cabe hacer notar que los 
ejidatarios vista la oportunidad que les brinda la Ley Agraria en 
la fracción N del artículo 75, respecto de mejorar el precio de sus 
tierras, han dejado de acudir a la CABIN y en su lugar prefieren 
valuadores de Banobras o de otros bancos. 
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Cuando la mayor parte de las parcelas de un ejido hayan sido 
delimitadas y asignadas. a los ejidatarios en los términos del 
artículo 56 de la Ley Agraria, la asamblea, con las formalidades 
previstas para tal efecto por los artículos 24 a 28 y 31 de la misma, 
podrá resolver que los ejidatarios adopten el dominio pleno 
sobre dichas parcelas, y cumple con lo previsto por la citada Ley 
en su artículo 81. 

Cuando los terrenos de un ejido se encuentren ubicados en el 
área de crecimiento de un centro de población, los núcleos de 
población ejidal podrán beneficiarse de la urbanización de sus 
tierras. En todo caso, la incorporación de las tierras ejidales al 
desarrollo urbano deberá sujetarse a las leyes, reglamentos y 
planes vigentes en materia de asentamientos humanos, 
independientemente de la observancia de la Ley Agraria. 

19. DELIMITACIÓN, ASIGNACIÓN y DESTINO DE LAS TIERRAS DE 

USO COMÚN (ART. 23, FRAC. X, L. A.) 

En atención a lo dispuesto por el artículo 73 de la Ley Agraria, 
las tierras ejidales de uso común son aquéllas que constituyen el 
sustento económico de la vida en comunidad y están conformadas 
por las tierras que no se destinen al asentamiento humano, ni sean 
tierras parceladas; forma específica de tenencia de la tierra que 
existe en la mayoría de los ejidos del país. 

Los artículos 74 Y 99 en su fracción nI de la Ley Agraria 
establecen que la propiedad de las tierras de uso común es 
inalienable, imprescriptible e inembargable, por lo que 
cualquier acto o contrato que tenga por objeto transmitir la 
propiedad de terrenos ejidales o conlunales destinados al uso 
común, será nulo (se interpreta que de pleno derecho). 
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Por excepClon, de conformidad con lo establecido por los 
artículos 23 en su fracción IX, 75, 100 Y125 de la Ley de la materia, 
los núcleos de población podrán aportar tierras destinadas al uso 
común, a la constitución de sociedades civiles (j mercantiles 
propietarias de tierras agrícolas, ganaderas o forestales de las que 
el ejido, comunidad, ejidatarios o comuneros forman parte. Debe 
darse la manifiesta utilidad para el núcleo a la que se refiere el

l' artículo 75 de la propia Ley. 

20.	 DIVISIÓN y FUSIÓN DE EJIDOS (ART. 23, FRAC. XI, L. A.) 

La asamblea ejidal es la única que puede aprobar la división 
del ejido; esta figura se presenta cuando un núcleo decide dividir 
sus tierras en dos o más partes, nlismas que pueden agregarse a 

• otro u otros ejidos constituidos, o bien constituir uno nuevo. 

Son varias las causas por las cuales la asamblea puede decidir 
efectuar este procedimiento administrativo: 

a)	 Que la división sea conveniente para una mejor 
explotación de las tierras del núcleo de población; 

b)	 Cuando existen dos grupos antagónicos respecto de sus 
intereses y toman dicho acuerdo; y• c)	 Cuando existen varias unidades topográficas distantes 
una de la otra, la Ley no especifica cuántos ejidatarios 
podrán integrar cada una de las partes divididas; en el 
artículo 90 se especifica que para constituir un ejido se 
integre inicialmente con 20 o más individuos, por lo 
que pudiera aplicarse al caso. 

Para proceder a la división ejidal es necesario que todos y cada 

, uno de los ejidatarios tengan regularizados sus derechos sobre las 

r 
I 
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tierras ejid ales; asimismo, sus respectivos planos debidamente 
inscritos en el Registro Agrario Nacional, de tal suerte que las 
tierras queden debidamente identificadas, y además que se 
formule la lista de los ejidatarios que pasarán a constituir cada 
uno de los nuevos núcleos, tomando en cuenta contratos, 
convenios, sociedades o asociaciones en que estén comprometidas 
las tierras de que se trate. 

Se harán nuevos planos para delimitar las tierras en el interior 
del nuevo ejido que resulte de la división, cumpliendo con las 
normas técnicas expedidas por el Registro Agrario NacionaF. 

Cada uno de los nuevos ejidos deberá presentar su propio 
proyecto d'? reglamento interno de acuerdo con la Ley de la 
materia. 

Al respecto, el artículo 23 de la Ley Agraria en su fracción XI 
menciona la división del ejido o su fusión con otros ejidos. La 
división ejidal es un proceso que se manifiesta en casos aislados y 
que de hecho debiera ser de oficio, existiendo las causales para 
ello; cito como ejemplo muy particular al ejido Santa María 
Ticomán, Delegación Gustavo A. Madero, en el Distrito Federal, 
que tiene polígonos anexos en los Estados de Tlaxcala, Querétaro, 
Guanajuato y México, donde los ejidatarios que trabajan las tierras 
realizan en cada uno de estos polígonos diferentes actividades y 
con un núcleo de población de características propias, no obstante 
que la superficie comprendida en el Distrito Federal se encuentra 
expropiada por causa de utilidad pública en su totalidad. 

Respecto de la fusión, procedimiento difícil en la práctica por 
no decir casi imposible, ya que los núcleos tienen usos
 y
 
costumbres muy particulares. Asimismo debe efectuarse un 

7Véase Diario !'!ficial de la Federación de fecha 25 de septiembre de 1992. Normas 
técnicas expedidas por el Registro Agrario Nacional. 
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inventario ejidal de cada uno de los n ícleos que acuerden la 
fusión, para posteriornlente elaborar un nuevo proyecto de 
reglanlento interno. Por último debe existir un padrón actualizado 
de ejidatarios. 

l. 21. TERMINACIÓN DEL RÉGIMEN EJIDAL (ART. 23, FRAC. XII, L. A.) 

• 

De acuerdo con el artículo 23, fracción XII, la terminación del 
régimen ejidal ocurre cuando previo dictamen de la Procuraduría 
Agraria solicitado por el núcleo de población se determine que ya 
no existen las condiciones para su permanencia. En este caso se 
refiere la Ley Agraria, principalmente a los ejidos que por 
expropiación total de la tierra que les fue concedida, ésta se 
destine para otros fines, o bien, la aprobación del dominio pleno y 
enajenación apegada a derecho. Para tal efecto, la asalnblea se 
constituirá con las tres cuartas partes del total de ejidatarios (Art. 
26, L.A.) Y la aprobación tomada por las dos terceras partes del 
total de los asistentes (Art. 27, párrafo segundo L.A.), (mayoría 
calificada). Adenlás, deben estar presentes un representante de la 
Procuraduría Agraria y un fedatario público (Art. 28, L.A.) 

El acuerdo que se tome será publicado por el Diario Oficial de 
la Federación y en el periódico de mayor circulación en la entidad 
federativa de que se trate.

• 
En la praxis, cuando ya no existen las condiciones para que 

subsista el ejido es muy difícil reunir a los ejidatarios en asamblea, 
requisito sine qua non que se establece en la Ley para terminar con 
el régimen ejidal, por lo que debe contemplarse en la misma que 
una vez reunidos determinados requisitos, también pueda 
tenninarse de oficio con el régimen ejidal. 

•
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22. CONVERSIÓN DEL RÉGIMEN EJIDAL AL COMUNAL (ART. 23, 
FRAC. XIII, L. A.) 

Para brindar las mismas oportunidades a los campesinos, se 
prevé esta figura jurídica estrictanlente nueva; sin embargo la 
comunidad obedece a una objetiva tradición histórica y ancestral, 
por lo que considero que difícilmente los ejidatarios acepten dar 
este cambio. Los casos que se presenten serán rarísimos o quizá 
ninguno, a menos que el origen de las tierras del ejido hayan sido 
comunales y que los ejidatarios sigan observando la misma 
conducta sociológica. 

La conversión a la que venimos aludiendo se prevé Hdemás en 
la fracción IV del artículo 98 de la propia Ley que expresa: "El 
reconocimiento como comunidad a los núcleos agrarios deriva de 
los siguientes procedimientos: El procedimiento de conversión de 
ejido a comunidad". No obstante que el origen de ambas figuras 
jurídicas sea distinto, la asamblea tiene la última palabra. 

23. CONVERSIÓN DEL RÉGIMEN COMUNAL AL EJIDAL (ART. 104, 
L.A.) 

Este tipo de conversión permitirá casos con mayor frecuencia 
que en el anterior debido a que el ejido como figura jurídica tiene 
abierta una gama de posibilidades de comercialización y 
enajenación que no se contempla para la comunidad. 

Las comunidades que quieran adoptar el régimen ejidal podrán 
hacerlo a través de su asamblea, con los requisitos previstos en los 
artículos del 24 al 28 y 31 de la Ley Agraria. 
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A partir de la inscripción de 
Registro Agrario Nacional, la 
legalmente transformada en ejido. 

la resolución 
comunidad 

res
se 

pectiva 
tendrá 

en 
por 

el 

Esto puede convertirse en un trámite doloso, ya que según las 
parti(:ularidades y conclusión jurídica un ejido puede optar por el 
dominio pleno" por acuerdo de asamblea, lo cual quiere decir que 
si alguna compañía o enlpresa desea invertir en determinada 
comunidad, puede tramitar su privatización a través de la 
asamblea, lastimando los intereses de los comuneros de origen. 
Cuestión en la que la Procuraduría Agraria debe intervenir COlllO 
ombudsman del campesino en México. 

24. LA EXPLOTACIÓN COLECTIVA DE LA TIERRA (ART. 23, FRAC. 

XIV, L. A.) 

La explotación colectiva en México no ha tenido el éxito que se 
esperaba, no obstante el interés de los distintos regímenes 
revolucionarios. Desde la época del general Lázaro Cárdenas a la 
fecha, la idiosincrasia mexicana, principalnlente en este sector de 
la población, no ha hecho posible la consolidación de dicho tipo 
de organización, quizá por temor a los resultados irregulares que 
se han obtenido, o bien por las disímiles características de los 
grupos que explotan la tierra en sus distintas formas. 

La explotación colectiva de las tierras ejidales puede ser 
adoptada por un ejido cuando su asamblea así lo resuelva, en 
cuyo caso deberán establecerse previamente las disposiciones 
relativas a la forma de organizar el trabajo y la explotación de los 
recursos del ejido, así como los mecanismos para el reparto 
equitativo de los beneficios, la constitución de reservas de capital, 

• 'Tratado en el punto 17 del presente artículo. 

r 
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de previsión social· o de servicios y las que integren los fondos 
comunes. 

Los ejidos colectivos ya constituidos como tales o que adopten 
la explotación colectiva podrán modificar o concluir el régimen 
colectivo mediante resolución de la asamblea, en los términos del 
artículo 23 de la Ley Agraria en su fracción XIV; el artículo 11 de 
la misma Ley señala específicamente lo anterior, atribuciones que 
le han sido conferidas al Instituto Nacional de Desarrollo 
Agropecuario (INDA)8. 

La decisión de la asamblea para adoptar o no el reglmen 
colectivo de explotación en terrenos ejidales, o comunales en su 
caso, nos presenta una figura jurídica a la que he venido 
aludiendo, es decir un acto administrativo-intemo-ejidal que 
debe ser respetado por cualquier autoridad una vez aprobada y 
formalizada el acta de asamblea. 

Termino diciendo que en México existen ocho instituciones 
involucradas como principales para atender en forma 
concomitante los asuntos de los aproximadamente 27 millones de 
campesinos, a saber: Secretaría de Agricultura, Ganadería y 
Desarrollo Rural, Secretaría de la Reforma Agraria, Tribunales 
Agrarios, Procuraduría Agraria, Registro Agrario Nacional, 
Fondo Nacional de Fomento Ejidal, Comisión Reguladora para la 
Tenencia de la Tierra y por último, el de creación más reciente, el 
Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario. 

A cinco años de vigencia de la Ley Agraria, nuevamente se 
hace necesario legislar sobre un Código Agrario y otro de 
Procedimientos Agrarios, de los contrario, para la praxis seguirán 
emitiéndose reglamentos y circulares por las instituciones con 

8Diario Oficial de la Federación de fecha 11 de julio de 1995. 



99 REVISTA DE LOS TRIBUNALFS AGRARIOS 

propósitos aclarativos y para e~ tar en posibilidades de resolver los 
múltiples planteamientos que se presentan. 

•
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EL SECRETARIO DE ESTUDIO y CUENTA 

LIC. ALDO SAÚL MUÑoz LÓPEZ 
SECRETARIO DE ESTUDIO y CUENTA DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 

S UMARIO: Presentación. Concepto. Requisitos legales. 
Nombramiento y remoción. Atribuciones. 

Responsabilidad. Cualidades. Reflexión final. 

PRESENTACIÓN 

En este trabajo se persigue como objetivo general tener clara la 
ubicación e importancia del papel que desempeña el secretario de 
estudio y cuenta en los tribunales establecidos en todo el territorio 
nacional, al margen de su grado, (primera o segunda instancia); 
de su jurisdicción, (federal o estatal) o de su competencia por 
materia (administrativa, agraria, amparo, civil, fiscal, laboral, 
penal), y en consecuencia reflexionar y valorar su actividad 
tomando en cuenta la responsabilidad legal, social y humana que 
implica la compleja tarea de impartir justicia. 

En el contexto anterior, como objetivo particular, se pretende 
ponderar el trabajo de los secretarios de estudio y cuenta de los 
Tribunales Unitarios Agrarios y del Tribunal Superior Agrario, en 
estricto respeto y atención a los demás cuadros jurisdiccionales, 
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sin que se pretenda considerar al secretario de estudio y cuenh
 
como un funcionario judicial excelso.
 

Los anteriores propósitos justifican el tratamiento del tema, en 
la idea de precisar la mejor identidad de este servidor público en 
los órganos que por disposición del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, estarán expeditos para 
impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e '. 
imparcial. 

En este trabajo se utiliza el enfoque de la deontología jurídica, 
en cuanto que se pondera el deber ser del secretario de estudio y 
cuenta, en tal sentido se estima importante precisar los alcances de 
este enfoque con la siguiente cita: 

"La palabra deontología, que aunque lingüística y socialmente •no sustituye a las de ética ni moral, ha venido a influir en un 
círculo cada vez más amplio de personas y culturas, ya que siendo 
'la ciencia que estudia el conjunto de deberes morales, éticos y 
jurídicos con que debe ejercerse una profesión liberal 
determinada', satisface cualquier tipo de expresión o sentido 
axiológicos"l. 

CONCEPTO 
• 

Consultando el diccionario de sinónimos y antónimos, editorial 
océano, edición 1996, encontramos lo siguiente: 

lPÉREZ FERNÁNDEZ DEL CASTILLO, Bernardo. Deontología Jurídica. Ética 
del Abogado, México, Porrúa, 1997, p. 5. 
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Secretario. Funcionario, oficial, ayudante, oficinista, escribano, 
administrativo, empleado. Persona cuyo oficio consiste en escribir 
cartas para cuenta de otro. 

De. Preposición que indica posesión. 

Estudio. Trabajo, análisis, conocimiento, investigación, labor, 

• práctica, examinar, observar con cuidado. 

Y. Conjunción. Sirve para unir las palabras o cláusulas en la 
oración. 

Cuenta. Explicación, satisfacción, justificación, razón, cuidado, 
cargo. 

En este caso el secretario desarrolla la actividad intelectual del 
estudio y la une al hecho formal y material de dar cuenta al titular 
del órgano jurisdiccional. 

Al relacionar el sentido de los conceptos anteriores, se obtiene 
como resultado que se puede definir al secretario de estudio y 
cuenta, como el funcionario judicial que tiene como tarea principal 
elaborar los proyectos de sentencia y otras resoluciones que surjan 
con motivo de la substanciación del procedimiento en cualquier 
proceso contencioso o de jurisdicción voluntaria, que se le 
encomiende por el juez, magistrado o ministro. 

" , 
La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que inició 

su vigencia el 27 de mayo de 1995, la Ley Orgánica y el 
Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios, no precisan 
definición del secretario de estudio y cuenta, sólo hacen referencia 
a sus atribuciones. 

En algunas leyes orgánicas del poder judicial de los Estados, así 
como en los artículos 19, 46 Y 56, fracción JI, de la Ley Orgánica• 

I 1'1 
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del Trib lnal Superior de Justicia del Distrito Federal, se designa a 
estos cuadros jurisdiccionales como secretarios proyectistas. 

REQUISITOS LEGALES 

En el caso específico de los Tribunales Agrarios, su Ley 
Orgánica y su Reglamento Interior no indican los requisitos que 
deben cumplir los secretarios de estudio y cuenta. En el artículo 19 
del primer ordenamiento citado, sólo se hace referencia a los 
requisitos que deben cumplir los secretarios de acuerdos, en 
concordancia con los requisitos que se exigen para ocupar el cargo 
de magistrado, que se contienen en el artículo 12 de la misma Ley. 

Es en el artículo 5 del Reglamento de Selección e Incorporación 
de Personal de los Tribunales Agrarios, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de 11 de enero de 1994, en donde se 
dispone que los aspirantes a ocupar plazas de secretario de 
estudio y cuenta, actuarios y jefes de las unidades jurídicas y de 
control de procesos deberán ser ciudadanos mexicanos con título 
profesional de licenciado en derecho y la cédula profesional 
correspondiente, así como de gozar de buena reputación y no 
haber sido condenados por delito intencional. 

NOMBRAMIENTO 

En términos del artículo 8, fracción VII, de la Ley Orgánica de 
los Tribunales Agrarios, es atribución del Tribunal Superior 
Agrario, nombrar a los secretarios de estudio y cuenta. 

Así mismo, en el segundo párrafo del artículo 26 de la Ley 
Orgánica citada, se dispone que los secretarios de estudio y cuenta 

. ,~. :"' 
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y demás categorías que determine el Tribunal Superior Agrario, 
serán designados mediante concurso. 

Con el propósito de reglamentar el ingreso de personal a los 
Tribunales Agrarios, el Tribunal Superior Agrario el 25 de agosto 
de 1993, acordó el Reglamento de Selección e Incorporación de 
Personal, que fue publicado, como ya se apuntó, en el Diario 
Oficial de la Federación de 11 de enero de 1994. 

En las consideraciones de ese Reglamento, se ponderó que la 
designación de los funcionarios judiciales sería resultado de 
concursos públicos en los que se elijan a los aspirantes que, en los 
exámenes correspondientes, acrediten las mejores aptitudes y la 
nlayor experiencia en la realización de funciones de naturaleza 
jurisdiccional. 

Para establecer este criterio se tomaron en cuenta, entre otras, 
las siguientes razones: Que por ese medio lleguen al Tribunal 
abogados con voluntad de trabajo que contribuyan al desempeño 
imparcial y honorable de los Tribunales Agrarios; los concursos 
permiten estimular a los funcionarios judiciales de los propios 
tribunales que han resultado triunfadores y se fortalece el ingreso 
de personal externo por mérito propio debidamente acreditado. 

El hecho de que el nombramiento del secretario de estudio y 
cuenta y de otros funcionarios judiciales sea a través de concursos 
de oposición me parece un acierto, considerando que 
precisamente los tribunales de todo el país, deben de constituirse 
con personal eficiente, capacitado y conocedor del derecho, pero 
sobre todo con una intachable conducta, además de que con ello 
se fomenta y protege la carrera judicial. 

Son de gran calidad los exámenes escritos y orales que se 
aplican en el Tribunal Superior Agrario, toda vez que más allá de 
plantear problemas abstractos del derecho, de la teoría general del 

.~ 
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proceso y de la doctrina en general, se plantean },roblemas 
concretos íntimamente relacionados con la problemática agraria 
que se substancia y resuelve en los Tribunales Agrarios. 

REMOCIÓN 

":f 

Así como es atribución del Tribunal Superior Agrario nombrar 
a sus secretarios de estudio y cuenta, también y de acuerdo con el 
artículo 8, fracción VII, de la Ley Orgánica de los Tribunales 
Agrarios, es atribución de este supremo órgano jurisdiccional 
suspender, cesar y cambiar de adscripción a los secret-lrios, así 
como resolver sobre sus renuncias y licencias en los términos que 
juzgue conveniente, previa opinión en su caso, del magistrado con 
quien desempeñen sus funciones. 

Debemos de permanecer atentos a que la crisis de valores y 
principios no afecten ni entorpezcan la buena marcha de los 
Tribunales Agrarios, precisamente por ser nacientes instituciones 
de justicia deben, como de hecho así sucede, legitimarse día a día 
ante la sociedad civil y política de nuestro país, pero 
fundamentalmente con los hombres y mujeres del campo que en 
gran cantidad acuden ante éstos con la esperanza de encontrar 
alivio a sus problemas agrarios. 

ATRIBUCIONES 

Al definir el concepto de secretario de estudio y cuenta, lo 
propuse como el funcionario judicial que tiene como tarea 
principal elaborar los proyectos de sentencias y otras resoluciones 
que se le encomienden y que surjan con motivo de la 

l 
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substanciación .del procedimiento en cualquier proceso 
contencioso o de jurisdicción voluntaria. 

Al respecto, el artículo 49 del Reglamento Interior de los 
Tribunales Agrarios, dispone: 

"Corresponden al secretario de estudio y cuenta las siguientes 
atribuciones, que atenderá cumpliendo los lineamientos que 
reciba directamente del magistrado del tribunal unitario, a quien 
dará cuenta también directamente: 

l. Elaborar los proyectos de sentencias y demás resoluciones 
que se le encomienden; 

H. Analizar los expedientes judiciales relacionados con los 
proyectos que debe elaborar, quedando unos y otros bajo su 
responsabilidad; y 

HI. Proporcionar apoyo al magistrado del tribunal unitario al 
que esté adscrito, conforme a las funciones propias de su cargo. 

Ahora bien, de conformidad con las facultades que otorga el 
artículo 48 reformado del Reglamento Interior de los Tribunales 
Agrarios, en relación con el artículo 20 de la Ley Orgánica de los 
Tribunales Agrarios, el Pleno del Tribunal Superior Agrario podrá 
habilitar a los secretarios de estudio y cuenta como secretarios de 
acuerdos uB", sin modificar su ingreso, categoría y nivel 
presupuestal, esto con el objeto de que lleven a cabo las 
atribuciones propias de un secretario de acuerdos contenidas en el 
artículo 22 del último ordenamiento legal invocado. 

RESPONSABILIDADES 

r
I 

­r 
I 
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En el artículo 3D de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, 
se previene que los Magistrados de los Tribunales Agrarios y 
demás servidores públicos de éstos, son responsables por las faltas 
que cometan en el ejercicio de sus cargos y quedan por ellos 
sqjetos a las sanciones que determine la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En los artículos 42, 69, 70, 71 Y demás aplicables del 
Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios, se prevé el 
procedimiento para substanciar y resolver aquellos casos en 
donde se impute responsabilidades a los servidores públicos de 
los Tribunales Agrarios. 

En esta tarea, la Contraloría Interna y la Oficialía Mayor del 
Tribunal Superior Agrario, cumplen una función importante. 

Se estima necesario tocar este punto porque así como los 
servidores públicos de los Tribunales Agrarios tienen la 
obligación de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 
iInparcialidad y eficiencia en el desempeño de su empleo, cargo o 
comisión; también es cierto que antes de que se les aplique alguna 
sanción, tienen derecho a la defensa y a la garantía de audiencia 
para que de esa manera se les brinde la oportunidad de desvirtuar 
la acusación o queja interpuesta en su contra, considerando que 
los Tribunales Agrarios son tribunales de derecho y que sería una 
incongruencia que si su misión es impartir justicia agraria, los 
servidores públicos que lo integran no tengan derecho a las más 
elementales garantías de defensa. 

CUALIDADES 

Todo servidor público que forma parte o pretenda formar parte 
de los tribunales establecidos en nuestro país, así como de las 

r " 
I 
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instituciones cuya tarea sea procurar justicia, deberán acreditar 
una sólida formación académica, social y humana, además de 
poseer honorabilidad y solvencia moral. 

La carrera judicial y los actuales acontecimientos jurídico­
políticos reclaman esa sólida formación; la sociedad civil también 
exige que los tribunales y procuradurías se conformen por 
cuadros jurisdiccionales con mística de servicio, entrega y 
dedicación. 

En el caso particular del secretario de estudio y cuenta, deberá 
tener bastantes conocimientos y manejo del derecho en términos 
generales, así como del dered:o sustantivo, del derecho adjetivo y 
del derecho positivo vigente. 

De igual forma, y en el caso específico de los tribunales 
agrarios, dicho funcionario deberá de dominar, comprender, 
interpretar y aplicar el derecho agrario, el derecho procesal 
agrario, el derecho civil y el procesal civil, estimando que estos 
dos últimos son supletorios en materia agraria. 

En la elaboración de proyectos de sentencias, el secretario de 
estudio y cuenta, deberá revisar con sumo cuidado la naturaleza 
de la litis o de la cuestión agraria a resolver; también deberá 
estudiar y valorar todos y cada uno de los medios probatorios 
aportados por las partes, precisando las razones por las que se les 
concede o se les niega valor, además de adminicularlas para llegar 
al conocimiento de la verdad real, es decir, a la convicción que se 
busca en todos los procesos. Así mismo, deberá permanecer atento 
al cumplimiento de los principios de exhaustividad y congruencia 
que deben reunir las resoluciones judiciales, fundando y 
motivando adecuadamente la determinación, de modo tal que se 
cumpla la garantía de audiencia y el principio de legalidad 
previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pensando siempre que la resolución 

r
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quede firme, no ·obstante que en su conh 1 se haya promovido 
juicio de amparo, o bien, que se ratifique en el recurso de revisión 
en los casos a que se refiere el artículo 19~ de la Ley Agraria. 

Sin embargo, no es suficiente con lo anterior. Las actuales 
condiciones de vida y de trabajo, el acelerado desarrollo de la 
ciencia y la técnica obligan a una necesaria actualización 
académica y jurídica. 

En efecto, el funcionario judicial (en sentido amplio), debe 
poseer conocimientos para su consecuente aplicación, de áreas que 
sin su manejo y comprensión el trabajo sería imposible, 
incompleto y por tanto sin éxito. En virtud de lo antes dicho, se 
debe poseer habilidad e ingenio básicamenfe en la aplicación de 
las siguientes disciplinas y ciencias. 

Gramática. Entendida como el arte de hablar y escribir 
correctamente. 

Dentro de esto, el secretario de estudio y cuenta, debe 
coordinar y unir adecuadamente palabras para formar oraciones, 
es decir, debe tener un excelente manejo de sintaxis y ortografía. 
Así mismo, deberá contar con riqueza conceptual y utilizar en sus 
proyectos lenguaje jurídico apropiado que se distinga del lenguaje 
común. 

Lógica. liLa lógica no es únicamente el instrumento empleado 
para elaborar la ciencia, sino que constituye la expresión activa de 
la entraña misma de los procesos naturales y sociales y es, ante 
todo, el instrumento para la actuación práctica del hOlnbre en el 
mundo"2. 

2DE GORTARI, Elí. Introducción a la Lógica Dialéctica, México, Grijalbo, 1994, p. 
23. 
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El manejo y comprensión de los principios de la lógica formal, 
permiten elaborar proyectos de resoluciones en forma clara, 
ordenada y precisa, sin olvidar que en opinión de algunos autores 
de la teoría general del proceso y del propio derecho procesal, la 
sentencia, como especie de resolución judicial, debe contener la 
operación lógica denominada silogismo jurídico. 

El Doctor Carlos Arellano García, nos dice: 

" Algunos temas, como, por ejemplo, el del silogismo jurídico, o 
el del respeto a la ley por los jueces, pudieran parecer filosóficos y 
no jurídicos... en estos supuestos, es indudable que les interesará 
la aplicación de la lógica al noble oficio de dirimir controversias"3. 

El citado autor, recoge la opinión que sobre la lógica jurídica 
tiene el procesalista venezolano Francisco Brice, que es del tenor 
siguiente. 

"La lógica es la ciencia que nos enseña a raciocinar con 
exactitud y descubrir la verdad de una proposlclon; por 
consiguiente, cuando ese raciocinio se encamina a descubrir la 
verdad contenida en un problema de derecho, es lógica jurídica... 
además de una ciencia, es el arte de pensar, razonar. Pero, cuando 
la lógica no se emplea solamente para descubrir la verdad de una 
proposición, sino, además para refutar las objeciones del contrario 
que defiende una proposición opuesta, se denomina dialéctica. 

La lógica Jurídica es, pues imprescindible para el ejercicio de la 
profesión del abogado, cualquiera que sea su actividad... el 
ejercicio de su profesión se desenvuelve, generalmente, en un 
ambiente de disputa o de debate; y de allí la necesidad de que se 
especialice en la lógica jurídica, a fin de que esgrima con precisión 

3ARELLANO GARCÍA, Carlos. Manual del Abogado, México, Porrúa, 43 ed., 
1996, p. 10. 



112 

I 

iL 1II I 

+ 

SECRETARIO DE EsTUDIO y CUENTA .; l~ 
1:,. 

los elementos que le proporciona ese arte o ciencia para que la 
dirección jurídica sea fecunda y provechosa... no confundir la 
lógica con el arte de probar lo falso; la lógica trata de convencer, 

. d . "4no d e In ucu... . 

Aunado a lo antes apuntado, no debemos olvidar que las 
resoluciones (sentencias, acuerdos, decretos), que pronuncian los 
Tribunales Agrarios, van destinadas principalmente a los hombres • 
y mujeres del campo, que dada su situación, en lo general, no 
manejan un lenguaje técnico jurídico, razón más que suficiente 
para que las resoluciones sean sencillas yentendibles. 

En los exámenes que se presentan en el Tribunal Superior 
Agrario, con toda acierto se ha dicho a los concursantes, que en 
estos tribunales se pretende dictar sentencias que no sean obras 
jurídicas, sino que vengan a saciar la sed de justicia de muchos 
campeSInos. 

Metodología. Existen diversos métodos que se pueden 
instrumentar para la elaboración de resoluciones judiciales. 

"El método jurídico-deductivo, busca la interpretación o 
explicación de un texto legal -específicamente el de la ley­
realizado con espíritu de adhesión al mismo, y con el propósito de 

I 

I
hallar la voluntad del autor"5. 

I 
También se sugiere el método exegético, ya que es el propio de '1'1 

la sistenlatización o finalidad que persigue el significado y sentido 
de las normas jurídicas. 

4Ibid. p. 102.
 
5DE PINA, Rafael y DE PINA VARA, Rafael. Diccionario de Derecho, México,
 
Porrúa, 1988, p. 265.
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La síntesis, es, 1 n método auxiliar ya que procede de las 
cuestiones simples a las complejas. Del mismo modo se pueden 
utilizar los métodos deductivo, explorativo, inductivo, formalista 
y dogmático. 

La utilización del método se refleja en la forma y en el fondo de 
toda resolución (elementos formales y de fondo). 

Filosofía. En el campo de la filosofía jurídica, importante lugar 
desempeña la gnoseología, (teoría del conocimiento), como 
herramienta auxiliar en el proceso de raciocinio indispensable en 
la preparación de resoluciones judiciales. 

En efecto, la concepción que tenga el secretario de estudio y 
cuenta de la justicia y la equidad COlllO principios axiológicos, será 
de vital importancia para que sienta que la finalidad suprema que 
persigue el derecho es la justicia entendida como una virtud, esto 
es, que la aplicación de la ley a casos concretos y específicos no 
debe ser en sentido estricto ni dogmático, sino que realmente sea 
con un sentido de elemental equidad, de tal manera que aquella 
persona que no resulte beneficiada con la sentencia, no sienta 
crueldad por parte del juzgador, sino que entienda que la ley no 
está de su parte, y por tanto, su aplicación no resulta injusta. 

Ética. Entendida como principio que rige las obligaciones 
desde el punto de vista profesional y moral. 

Así es, el funcionario judicial debe ser un hombre cargado de 
valores y de principios, alejado de toda postura visceral, egoísta, 
individualista; por el contrario, debe ser bien intencionado, 
prudente y lllesurado. Los valores anteriores se reflejan al 
momento miSlllO de la relación social y profesional, en las 
intervenciones laborales, al discutir asuntos y al plantear 
sugerencias y observaciones. No se debe pensar en la posesión de 
la verdad absoluta. Se debe ser franco, abierto y sobre todo 

v 
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entender que en ocasiones no se 1iene la razón aceptando que 
otros están en lo correcto. 

"La ética profesional del abogado se enfoca en elementos de 
cotidiana aplicación en la vida del profesional del Derecho, 
cuando actúa frente a sus semejantes, como clientes, funcionarios 
públicos, colegas, partes en los juicios, la sociedad en general. La 
insistencia en los deberes éticos evita muchos problemas y deja al 
profesional de la abogacía el orgullo y satisfacción de la conducta 
rectilíneau6

• 

"Los actos humanos pueden ser buenos y malos, pero los actos 
del hombre son anormales porque no existe en éstos un juicio de 
valoración o libertad de a'cción; por ejemplo, de las funciones 
digestivas de nuestro cuerpo o los movimientos que hace uno 
dormido. 

Decía entonces que en los actos humanos se presenta una 
conducta volitiva que no es otra cosa que la conciencia moral del 
individuo y la libre decisión, quien cuando se conduce de esta 
manera discierne entre el bien o el mal, o sea si su proceder va de 
acuerdo a los valores preexistentes en él. 

Desde luego que el ámbito jurídico tampoco escapa a este tipo 
de juicio. P0r ejemplo, es obvio que tergiversar o extraviar 
deliberadamente una sentencia por medio del cohecho es injusto, 
esto es, va en contra del valor denominado justicia, de la rectitud, 
de la integridad de cualquier juez o abogado. Esta valoración nace 
de la conciencia que cualquier persona tiene de lo que es o no 
justo"7. 

6ARELLANO GARCÍA, Carlos. Op. cito p. 15.
 
7PÉREZ FERNÁNDEZ DEL CASTILLO, Bernardo. Op. cito pp. 12 Y13.
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Computación. Resulta lamentable que en mucha~ 

procuradurías y tribunales de nuestro país aún se trabaje con 
máquinas de escribir mecánicas con antigüedad superior a los 20 
años. Algunas de estas instituciones inician su actualización con 
máquinas electrónicas, otras ya cuentan con equipos de 
computación e incluso internet, situación que es muy positiva. 

Para lograr mayor productivídad es necesario tener 
conocimientos elementales de computación e informática, esto con 
el propósito de archivar el trabajo, ordenar su impresión, cambiar 
redacción, estilo, tamaño de letra, subrayar, etcétera. 

I, 
Una razón que justifica aún más el manejo básico de la 

computación, es que las tesis y las jurisprudencias del Poder 
Judicial Federal se contienen en Compact-Disc, además de que el 
secretario de estudio y cuenta puede y debe tener su propio 
archivo en disquettes. 

Historia. El conocimiento de la historia de la humanidad y de 
nuestro país es apasionante. No debemos confundirla con la 
historicidad que se refiere al manejo de fechas, datos y 
acontecimientos sin entender su significado y trascendencia. 

Particularmente en el derecho agrario, es menester el 
conocimiento general de la historia de México, para poder 
entender los distintos períodos de nuestro desarrollo social y 
dentro de esto los distintos sistemas jurídicos en relación con la 
evolución que ha tenido la tenencia de la tierra. 

El manejo de la legislación agraria del últimp siglo es 
importante toda vez que nos permite conocer la génesis de la 
comunidad y el ejido como formas de tenencia de la tierra y junto 
a ellas la pequeña propiedad. Por ello, se debe conocer, cuando 
menos, desde la Ley Agraria del 6 de enero de 1915 hasta la 
legislación actual, sin olvidarnos de otros ordenamientos jurídicos 
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que tienen que ver con el área agraria como son el derecho
 
constitucional, el derecho civil y de amparo.
 

Topografía. "En el proceso agrario pueden presentarse 
controversias en donde se requiere la práctica de trabajos 
periciales que permitan al juzgador un mejor y mayor 
esclarecimiento sobre los puntos cuestionados"B. 

Sucede que en algunos expedientes se cuenta con dictámenes 
periciales en materia de topografía y de infornles de trabajos 
técnicos en donde los conceptos son propios de dicha disciplina y 
que a partir de una simple lectura no son del todo entendibles, ya 
sea porque nos hablan de vértices, rumbos astronómicos, 
distancias, tolerancias, linderos, caminamientos, levantamientos 
topográficos, polígonos, por lo que el secretario de estudio y 
cuenta debe estar fan1iliarizado ampliamente con dicha 
terminología. 

La topografía como una expresión más de la ingeniería, resulta 
de gran aplicación en la materia agraria, habida cuenta que los 
tribunales requieren de conocer la ubicación, superficie, medidas 
y colindancias de terrenos ejidales, comunales o de propiedad 
particular, en sus diferentes especies como terrenos agrícolas, 
forestales y cerriles; también es necesario conocer respecto de la 
ubicación de obras hidráulicas como presas, canales, diques, 
pozos de agua, etcétera, y finalmente del desahogo de diligencias 
de apeo y deslinde de terrenos. 

Edafología. En el mismo sentido, el funcionario judicial que 
nos ocupa, deberá tener noción general de la edafología (estudio 
de los suelos), para comprender la calidad de los terrenos, que 
bien pueden ser salitrosos, de agostadero, marismas, de cultivo, 

8 MUÑOZ LÓPEZ, Aldo Saúl. El Proceso Agrario y Garantías Individuales,
 
México, Pac, 2a ed., 1997, p. 179. JI
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cerriles, ( e temporal, esto es atendiendo a su ubicación y al clinla 
de la región. 

En materia de zootecnia, se deberá conocer lo elemental para 
ubicar el tipo y clase de aninlales que agostan en terrenos (vacuno, 
caballar, porcino, caprino), y en función de ello tener claro el 
número de hectáreas necesarias para su cría atendiendo al 
coeficiente de agostadero. 

Matemáticas. Las matemáticas no implican necesariamente el 
manejo de números, sino que más bien su estudio y aplicación 
resultan necesarios para el ejercicio y habilidad mental. 

Es posi t:>le que en el área del derecho agrario la aplicación de 
esta ciencia no sea de gran trascendencia; sin embargo, eso no 
excluye su conocimiento básico, pues en ocasiones se recurre al 
uso de la calculadora para realizar alguna operación que surja en• 
cuanto a la suma o resta de superficies de terrenos; para 
multiplicar el número de cabezas de ganado con el coeficiente de 
agostadero y determinar la superficie necesaria; o incluso, para 
sacar cómputos en los términos y plazos que la Ley Agraria o el 
Código Federal de Procedimientos Civiles otorgan a las partes, ya 
sea para que comparezcan al procedinliento, o bien, para que los 
órganos jurisdiccionales dicten las resoluciones que en derecho 
procedan. 

En otras áreas del derecho, COIno el fiscal por ejemplo, el 
conocimiento de las matemáticas, las finanzas y la economía, son 
de vital importancia. 

Un aspecto que no debe perderse de vista, es que el secretario 
de estudio y cuenta debe contar con una bibliografía 
especializada, no nada más allegarse de códigos y leyes, sino de 
toda cultura general, corno diccionarios de sinónimos y 
antónimos, jurídicos, sociológicos, etünológicos, de obras 

1, 

1 
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jurídicas, filosóficas, liter uias y si se puede, contar con el 
Semanario Judicial de la Federación, así conlO de revistas 
especializadas en la materia relacionada con su función. 

IIEI abogado es un hombre de letras. Está ligado de por vida a 
los libros. Ya no es un estudiante y, por tanto, los únicos maestros 
que pueden actualizarlo y orientarlo son los libros. Allí reside la 
inlportancia de lila biblioteca del abogado..."9. ", ,1 

Los funcionarios judiciales deben tener manejo elelnental de un 
idioma extranjero, concretamente el inglés, considerando que las
 
relaciones comerciales que se han formalizado a través del
 
Tratado de Libre Comercio y con otros países, obligan a la
 
cOlnprensión y traducción de este idioma.
 

Como se observa, el secretario de estudio y cuenta, al igual que 
todos los servidores jurisdiccionales, deben contar con una 
formación integral y no nada más jurídica ponderando su 
importancia y su responsabilidad como elaborador de proyectos 
de resoluciones judiciales que seguramente alcanzarán la 
categoría de sentencias definitivas. 

REFLEXIÓN FINAL 

Los comentarios anotados, buscan como se dijo al principio, la 
reflexión en torno a la actividad que despliegan los cuadros 
jurisdiccionales de los. tribunales agrarios, específicamente los 
secretarios de estudio y cuenta; es posible que este esfuerzo no 
aporte novedades, y que alguno de los lectores, dado lo falible de 
la naturaleza humana, diga: 11 Todo esto ya lo sé". Empero, y con 
la salvedad que ello amerita, ha sido la práctica y lo que se vive en 

9ARELLANO GARCÍA, Carlos. Op. cit. p. 19. .. 
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los tribunales agrarios la mejor forma de aprender, corregir y 
enriquecer este noble trabajo de estudiar y dar cuenta, a la luz de 
experiencias obtenidas en el tratamiento de asuntos cuya 
trascendencia ha motivado el amor, el interés y la necesidad por 
alcanzar la mayor y lllejor preparación con miras de llegar a la 
excelencia. 

Así pues, el secretario de estudio y cuenta se sujeta a dos 
procesos de gran interés y preocupación. El prilriero, es cuando 
estudia desde la carátula hasta la última hoja del expediente y 
prepara el proyecto de resolución. El segundo, cuando se somete 
el proyecto a la aprobación del magistrado del Tribunal Unitario 
Agrario o de los magistrados que integran el Pleno d~l Tribunal 
Superior Agrario. 

En realidad, el trabajo inicia antes de entrar a la oficina, pues en 
el trayecto de casa al tribunal se va pensando en el expediente y 
todo lo que ello implica, (litis, audiencia, valoración de pruebas, 
congruencia, exhaustividad, etcétera), a la hora de tomar los 
alimentos no falta el comentario, en algunos casos, y así de esta 
manera la actividad sigue fuera del tribunal, en virtud de que no 
resulta extraño que a pesar de haber terminado la jornada normal, 
aún se sigue pensando en el asunto. 

Es muy satisfactorio la aprobación de los proyectos, a veces con 
observaciones o sugerencias de forma, que son normales en toda 
la actividad jurisdiccional. Sin embargo, es aún de mayor 
satisfacción cuando se sabe que se negó el amparo promovido en 
contra de la sentencia, o bien, que se confirmó en segunda 
instancia a través del recurso de revisión. 

Es justo y necesario señalar que los cuadros Jurisdiccionales 
.merecen recibir remuneraciones salariales dignas que estimulen 
su actividad profesionat así como la oportunidad de ascensos, 
cambios de adscripción y pernlutas. 

; l. 
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Por otra parte, las instituciones de justicia deben permanecer 
atentas a buscar la capacitación y eficiencia de su personal, a 
través de cursos de actualización jurídica y académica. En este 
rubro, el Tribunal Superior Agrario ha cUlllplido bien al organizar 
eventos académicos de corte nacional e internacional, la 
sugerencia que desde este esfuerzo se plantea es que también se 
organicen foros y conferencias, así COlllO presentación de obras 
jurídicas a nivel regional o por circuitos territoriales en todo el 
país. 

En este conjunto de consideraciones, un aspecto que debe 
preocupar a todo funcionario judicial, es el factor humano; 
recuérdese que quienes acuden a solicitar la aplicación de la ley 
son seres humanos que lnerecen cortesía, atención y respeto, pero 
sobre todo justicia. En el caso de los tribunales agrarios, son 
ejidatarios, comuneros, posesionarías, avecindados, jornaleros 
agrícolas y sucesores; es decir, es la clase calnpesina e indígena de 
nuestro país quien acude a solicitar la aplicación de la ley a casos 
concretos. 

Seguramente, si retomamos el modelo ideal del deber ser del 
secretario de estudio y cuenta, los resultados serán que en lo 
futuro ese funcionario llegará a ser un excelente juez, un digno 
magistrado, un notable ministro, aspiraciones legítimas a las que 
tienen pleno derecho, no únicamente los secretarios de estudio y 
cuenta, sino todos aquellos cuadros jurisdiccionales que actúan de 
buena fe, con lllística de servicio, con vocación, con entrega y que 
caminan por los senderos de la ley, la jurisprudencia y de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

"'Lo verdaderamente valioso en la vida es lo que se obtiene a 
través del esfuerzo, de la educación de la voluntad que es la llave 

~ , . 
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l~lue abre las puertas de los anhelos que a veces parecen tan 
lejanos"lo. 

A continuación se transcriben prinCIpIos rectores para el 
servidor público que corresponden a un texto promulgado en 
Panamá, por Endera GaliInany, el 24 de enero de 1991, citados en 
la obra del jurista Bernardo Pérez Fernández del Castilloll . 

I '. 
NORMAS PARA EL SERVIDOR PÚBLICO 

Declaro mi convicción de conducirme en todo tiempo conforme 
?_ los más elevados principios de honestidad moral, intelectual y 
material en el ejercicio de Ini responsabilidad pública, de acuerdo 
con los siguientes: 

POSTULADOS BÁSICOS 

1. Lealtad 

Afirnlo que todos mis actos se guían e inspiran por el amor a la 
patria, sus símbolos e instituciones; por el respeto a la

•	 Constitución y a las leyes que de ella emanan; y por la más firnle 
creencia en la dignidad de la persona humana. 

2. Vocación de Servicio 

JOARELLANO GARCíA, Carlos. 0r. cito p. 110.
 
11PÉREZ FERNÁNDEZ DEL CASTILLO, Bernardo. 01'" (:it. p.p. 143 a 145.
 • 
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Entiendo yacE pto que trabajar para el Estado como servidor
 
público, constituye al mismo tiempo el privilegio y el compromiso
 
de servir a la sociedad, porque los ciudadanos contribuyen a
 
pagar mi salario.
 

3. Probidad 
.. 1 

Declaro que todos los recursos y fondos, documentos bienes y 
cualquier otro material confiado a mi manejo o custodia, deben 
ser tratados con absoluta probidad para conseguir el beneficio 
colectivo. 

4. Honradez 

Declaro asimismo que he de actuar sin privilegiar ni 
discriminar a nadie a través de la dispensa de favores o servicios 
especiales en el desempeño de mi cargo, ni recibir beneficios ni 
remuneraciones adicionales a los que legalmente tenga derecho 
por el cumplimiento de mis deberes. 

5. Responsabilidad 
• • 

Acepto estar preparado para responder de todos mis actos de 
manera que el público en general, y la gente con que trato en 
particular, aumenten permanentemente sus confianza en mí, en el 
Estado yen nuestra capacidad de servirlo. 

6. Competencia 
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•
 

•
 

¡.
 

Reconozco mi deber de ser competente, es decir, tener y 
denlostrar los conocimientos y aptitudes requeridos para el 
ejercicio eficiente de las funciones que desempeño, y actualizarlos 
permanentemente para aplicarlos al máximo de nli inteligencia y 
de mi esfuerzo 

7. Efectividad y Eficacia 

Comprometo la aplicación de mis conocimie ntos y experiencias 
de la mejor manera posible, p~lra lograr que los fines y propósitos 
del Estado se cumplan con óptima calidad y en forma oportuna. 

8. VaZor Civil 

Reconozco mi compromiso de ser solidario con mis 
compañeros y conciudadanos; pero admito mi deber de denunciar 
y no hacerme cómplice de todo aquél que contravenga a los 
principios éticos y morales contenidos en este instrumento. 

9. Transparencia 
Acepto demostrar en todo tiempo y con claridad suficiente que 

mis acciones como servidor público se realizan con estricto y 
permanente apego a las normas y principios jurídicos y sociales. 



•
 

.' 

l,c" AlIJO SNJl MuÑoz lÓF'EZ, 

SECRETM'O DE E5TfJmO y CUENTA, • ' 

DEL TR'BUN.AL SUF'ER'OR ftljRM'O 
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